
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL HUILA
AÑO 2008
INDICE TEMATICO Y EXTRACTOS DE ACCION DE REPARACION DIRECTA
M PONENTE:                    JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ
ACTOR:                  GABRIEL CALDERON MOLINA Y OTROS
DEMANDADO:         ACION – RAMA JUDICIAL –FISCALIA GENERAL DE LA NACION
FECHA:                  /01/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Responsabilidad por Error Judicial/ Eventos de responsabilidad de la Rama Judicial y Fiscalía/ NORAMTIVIDAD Y JURRISPRUDENCIA/ Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996).
Del contenido de los pronunciamientos hechos por la fiscalía veinticinco delegada ante los juzgados penales del circuito de pitalito y la delegada ante la sala penal del tribunal superior del distrito judicial de neiva, al igual que el efectuado por el juzgado segundo penal del circuito de pitalito y la sala penal del tribunal superior, salta a la vista que la fiscalía incurrió en un error judicial por cuanto la medida de aseguramiento y la resolución de acusación se formularon sobre un fundamento jurídico equivocado, debido a que la conducta desplegada por los funcionarios sindicados, si bien se atribuyó a título de prevaricato no se estableció probatoriamente la  existencia del elemento subjetivo "dolo" para la configuración del delito.

Así las cosas, dado que el error jurisdiccional se encuentra contenido en providencias de organismos de la fiscalía general de la nación como lo señaló el juzgado segundo penal del circuito de pitalito, ni de la sala penal del tribunal superior del distrito judicial de neiva, esta sala declarará la responsabilidad patrimonial por los perjuicios irrogados a los hoy demandantes.

En relación a la nación- rama judicial - dirección ejecutiva de administración judicial se exonera de responsabilidad patrimonial porque el error judicial no proviene de los pronunciamientos hechos por el juzgado segundo penal del circuito de pitalito ni de la sala penal del tribunal superior del distrito judicial de neiva.

Texto completo
M PONENTE:                    JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ
ACTOR:                  MARCO TULIO MORENO VERGARA Y OTROS
DEMANDADO:                 NACION – MINDEFENSA – EJERCITO NACIONAL
FECHA:                  26/02/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ FALLA DEL SERVICIO/ Elementos de la Falla del Servicio/Suicidio de Suboficial del ejército nacional/ JURISPRUDENCIA
La responsabilidad de las Fuerzas Militares en el caso del suboficial Carlos Alirio Moreno Marín se sustenta en el hecho de no haberse adoptado las medidas de protección y de seguridad una vez tuvo conocimiento de la medida de aseguramiento de que sería objeto por la comisión de los ilícitos que se le imputaban, como son Ley 80 de 1986, hurto y concusión. En otras palabras, la responsabilidad que se le atribuye a la demandada es a título de falla del servicio por omisión.

En la responsabilidad por falla del servicio deben establecerse los siguientes elementos que la configuran: hecho dañoso y falla; daño antijurídico y nexo de causalidad eficiente y determinante.

a) El Hecho dañoso y falla del servicio. Hay certeza que el Cabo Segundo del Ejército Carlos Alirio Moreno Marín, al tener conocimiento que sería privado de su libertad como consecuencia de la medida de aseguramiento, procedió a tomar un fusil que estaba en el armerillo del primer alojamiento que encontró, accionándolo contra su humanidad lo que concluyó de forma inmediata con su vida.

No hay dentro del proceso prueba alguna de la cual se pudiese inferir que el citado suboficial hubiese manifestado su deseo de quitarse la vida y menos aún que estuviese afectado por enfermedad mental que ameritara la protección por parte de las autoridades militares a fin de evitar comportamiento alguno que pudiera dar al traste con su existencia.

De otra parte es preciso destacar que el mismo 12 de septiembre de 1994 se le notificó la medida de aseguramiento consistente en detención preventiva sin excarcelación, se le suspendió del ejercicio de sus funciones y atribuciones inherentes a su grado dentro de las Fuerzas Militares, habiéndosele quitado el arma de su dotación, como se afirma en el aparte observaciones del acta de levantamiento del cadáver obrante a folio 31 del expediente, sin determinar si el arma con la cual se quitó la vida (fusil galil AR Nº 7-1727373) era de su dotación o pertenecía a otro compañero del Batallón como se infiere del contenido de la certificación Nº 0850 DIV5 BR9 BIPIG DDHH 725 de febrero 14 de 2005 (fl. 174 c.p.).

De lo anterior se concluye que la determinación del Suboficial Moreno Marín de quitarse la vida fue inesperada, sin que en el resultado hubiese influido un elemento ajeno a su voluntad y menos aún atribuible a la demandada; y si bien puede afirmarse que reaccionó en esa forma al tener conocimiento de que sería privado de su libertad, este hecho no puede tenerse como causa determinante del suicidio porque él sabía las consecuencias de las que podría ser objeto por la investigación de carácter penal que por los delitos ya mencionados, estaba adelantando el Juzgado 117 de Instrucción Penal Militar de Pitalito. La determinación del suicidio fue acto personal sin que para ello hubiese influido factor externo alguno atribuido a la entidad demandada.

No encontrándose acreditada la falla de servicio los demás elementos como el daño antijurídico y la relación de causalidad tampoco se configuran en el sublite.

No habiéndose establecido plenamente la falla de servicio por la omisión que se les atribuye a las Fuerzas Militares las pretensiones deprecadas por los demandantes no prosperan.

Texto completo
M PONENTE:                    JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  YOLANDA PIÑEROS RINCON Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  11/03/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ FALLA DEL SERVICIO / Muerte Agente de Policía en servicio/ Prestaciones a-forbaid/ JURISPRUDENCIA
En el presente caso no obran en el proceso pruebas con fundamento en las cuales pueda endilgarse responsabilidad al Estado por los hechos ocurridos el 8 de mayo de 1995, pues la muerte del agente Gerzaín Lozano Polanco fue causada en un acto propio de sus funciones, bajo un riesgo que encaja en los normales de su actividad y en cumplimiento de un deber legal impuesto por la Carta Política y el ordenamiento jurídico en procura del beneficio de la comunidad.

En efecto, según se infiere del informativo prestacional y el testimonio que se acaba de relacionar, la muerte del citado agente fue causada por terceros, al parecer delincuentes comunes, cuando realizaba labores de inteligencia tendientes a lograr la captura de una banda de asaltantes que venían efectuando atracos a los pasajeros que se movilizaban en los buses que cubren la ruta Neiva - Vegalarga.

Adicionalmente, no se evidencia que el hecho del tercero, no le haya sido ajeno a la entidad demandada, de modo que pudiera serle imputable a aquélla la muerte del citado agente; esto es, que la entidad conociera la existencia del tercero y la opción probable de causar daño y pese a eso no adoptara las medidas para prevenir y evitar que el tercero lo causara.

Si bien es cierto, aduce la parte actora que existió una total desprotección por parte del Comando del Departamento de Policía Huila, por no dotarlos de material logístico necesario como indumentaria, armamento, chalecos antibalas, vehículos automotores y por no ordenarse la composición de un cuerpo de inteligencia militar integrado al menos por dos oficiales especializados en el asunto que dirigiera el operativo, no existen pruebas fehacientes que ilustren las referidas omisiones.

En efecto, no se demostró dentro del plenario que el Estado efectivamente tuviera la obligación de dotar a sus agentes de dichos elementos para realizar la misión y que dicho deber se hubiera incumplido. Además, tratándose de labores de inteligencia, es discrecionalidad de la Policía Nacional tomar, las medidas que considere pertinentes con el fin de cumplir exitosamente la misión y proteger la vida de los agentes comprometidos en ella.

Ahora bien. Está detallado a folio 301 de la minuta de servicio de la SIJIN que los policías Ospina y Pulido Beltrán el día de los hechos portaban sus armas de dotación oficial "con el fin de adelantar la investigación" (fls.81 y 82), no así el occiso Lozano Polanco, quien de acuerdo a lo manifestado en la demanda y en la declaración entregada por el Agente Ospina, decidió no portarla, sin que nadie lo hubiese obligado a ello, exponiéndose imprudentemente a las fatídicas consecuencias aquí debatidas y contraviniendo las normas que rigen la actividad policial y el uso de armas.

En este sentido, el Agente Ospina manifestó que el extinto Lozano Polanco: "no llevó el arma de dotación oficial ya que manifestó que era mejor desplazarse sin ningún tipo de armamento en caso de llegar a ser víctima de pronto de los atracadores". Y más adelante señala que el citado agente le manifestó en el patio de la SIJIN que no iba a llevar armamento "porque alguna vez se salvo (sic) de la FARC debido a que no llevaba arma alguna" (fl. 133).

En este orden de ideas, no se avizora el más mínimo indicio de que la entidad demandada hubiese contribuido por negligencia o abuso a causar el insuceso o haya sometido Agente Lozano Polanco a un riesgo excepcional, diferente o mayor al que debían afrontar sus demás compañeros y en consecuencia, no se dan los presupuestos necesarios para predicar la responsabilidad de la administración.

Texto completo
M. PONENTE: RAMIRO APONTE PINO
ACTOR: BETTY ORTIZ
DEMANDADO: EMPRESAS PUBLICAS DE NEIVA – E. S. P.
FECHA: 07/04/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Elementos/ Accidente Vehicular/ RESPONSABILIDAD EXCLUSIVA DE LA VICTIMA
Texto completo
M. PONENTE:                   RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                           HELENA TRUJILLO FALLA Y OTROS
DEMANDADO:                  NACION –RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL – FISCALIA GENERAL DE LA NACION
FECHA:                           07/04/2008
ASUNTO: RESPONSABIIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Pérdida Injusta de la Libertad/ Evolución de la Jurisprudencia/ PERJUICIOS MORALES - En opinión del H. Consejo de Estado, el mero parentesco permite presumir el dolor que se ha causado a los hermanos de quien ha sido injustamente privado de su libertad/ DAÑO A LA VIDA DE RELACION
Tomando de como marco de reflexión el anterior recuento normativo y jurisprudencial; es del caso colegir, que en el sub lite se reúnen los elementos estructurales de la responsabilidad del Estado por privación de la libertad. Veamos:
- Elena, Isabelita, Carmen, Ignacio y Maria Maritza Trujillo Falla,  son hermanos de Enrique Trujillo Falla; quien merced a una orden judicial permaneció privado de la libertad desde el 8 de marzo hasta el 26 de junio de 2001; es decir, 108 días.
-Al no existir ninguna prueba incriminatoria en su contra, se precluyó la investigación. Providencia que se encuentra debidamente ejecutoriada.
-En opinión de la Sala, la privación de la libertad de Hernando Trujillo no puede imputarse a que la víctima del plagio lo sindicara de ser uno de sus autores y a que existiera un informe policial adverso (diligencia e informe, que dicho sea de paso, no fueron arrimados al plenario). En primer lugar; porque para que el hecho de un tercero se pueda erigir en la causa única del perjuicio -de contera, exonerante de responsabilidad-, debe ser único, excluyente, imprevisible e invencible. En segundo lugar, porque tales sindicaciones se hicieron 10 años atrás. Tiempo suficiente para que el ente acusador hubiera realizado una investigación a fondo, y no limitarse a librar la orden de captura, sin ahondar en un mínimo análisis probatorio adicional.
En ese orden de ideas, la privación de la libertad durante 108 días es un daño antijurídico que debe ser indemnizado.
-Perjuicios morales.
En opinión del H. Consejo de Estado, el mero parentesco permite presumir el dolor que se ha causado a los hermanos de quien ha sido injustamente privado de su libertad:
"La Sala no comparte lo dicho por el Tribunal para negar la existencia de dolor moral respecto de los hermanos, bajo el argumento de que no existía prueba del dolor moral, porque al haberse probado plenamente el parentesco de tal hecho el dolor moral podía inferirse judicialmente (presunción de hombre o indicio judicial)" .
En posterior pronunciamiento, dicha Corporación ratificó el mismo parecer:
"[A]hora bien, pesar (sic) de que el daño moral por la privación de la libertad se presume para la víctima directa, para sus padres, hermanos e hijos, en el expediente reposan declaraciones de los señores Eliécer Basto Salazar y Eduardo Castillo Norman, compañeros de colegio; Jorge Alfonso Gutiérrez Muñoz, Alfredo Meza Zamora y Jaime Salazar Grisales, amigos del señor Germán Barberi Perdomo; los cuales coinciden en afirmar que los demandantes padecieron angustias y enormes sufrimientos con la detención privativa de la libertad del señor Barberi Perdomo" .
Tomando como marco de reflexión este calificado parecer jurisprudencial, a cada uno de los demandantes (víctimas indirectas) se les reconocerá una suma equivalente a diez salarios mínimos legales vigentes a la fecha de ejecutoria de esta providencia, que a la fecha ascienden a  $ 4.615.000.
-Daño a la vida de relación.
No se reconocerá este rubro, porque no se acreditaron las relaciones de afecto, solidaridad y ayuda mutua que por efectos de la detención de su hermano Enrique Trujillo Falla se hubieran visto afectadas.
Texto completo
M PONENTE:                    RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  JOSE JUDAEL PERDOMO Y OTROS
DEMANDADO:         MUNICIPIO DE NEIVA
FECHA:                  04/04/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Muerte por accidente de tránsito/ Actividades peligrosas/ PRESUNCION DE RESPONSABILIDAD EN ACTIVIDADES PELIGROSAS/ Conducción de vehículos /CARGA DE LA PRUEBA/Exoneración de la demandada/ PERJUICIOS MORALES/ Perjuicios morales reclamados por padres, hijos, conyuges o hermanos, solo basta acreditar el parentesco para que se presuma el dolor
En reciente pronunciamiento, la misma Corporación precisó:
"[E]n Colombia, puede decirse que en general, el régimen de la responsabilidad por daños causados con vehículos de la Administración sigue los mismos lineamientos del de las armas como objetos peligrosos, y por tanto generadores de riesgo".
(…)
"La conducción de vehículos ha sido tradicionalmente considerada una actividad peligrosa y cuando su guarda está a cargo de una entidad estatal, el daño causado en desarrollo de la misma resulta imputable a ésta, en aplicación de la teoría del riesgo como un tipo de régimen de responsabilidad objetiva"   -  .
Tomando como marco de reflexión el anterior parecer jurisprudencial, considera la Sala, que por las siguientes razones el hecho dañoso es imputable al municipio de Neiva:
-Rita Adelaida Fierro  pereció en un accidente de transito el 24 de agosto de 2002, cuando se movilizaba en un vehículo de propiedad del Municipio de Neiva.
-El automotor era conducido por un empleado de ese ente territorial.
-La fallecida se encontraba realizando varias encuestas en el área rural (requeridas para depurar y actualizar la base de datos del Sisben, en desarrollo del contrato de consultoría 001 de ese mismo año, a cargo de Juan Carlos Charry).
En la medida en que la parte demandada no realizó mayor esfuerzo  para desvirtuar la presunción de responsabilidad; dado que no acreditó la presencia de ninguna causal exonerante (fuerza mayor, caso fortuito, hecho de un tercero o culpa exclusiva de la víctima); es menester declarar la responsabilidad extracontractual en cabeza  de la entidad  propietaria del automotor; toda vez que está debidamente probado el daño y el nexo de causalidad que existe  entre éste y la actividad peligrosa.
Texto completo
M. POENTE:            ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR:                  ROQUE LIZCANO PATIÑO Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA – FISCALIA GENERAL DE LA NACION
FECHA:                  21/01/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Privación injusta de la libertad/ NORMAS Y JURSIPRUDENCIA
De donde se infiere claramente que no se demostró la responsabilidad del sindicado Roque Liscano, por lo que a partir de la sentencia de primera instancia se infiere que la continuidad de la restricción a su derecho de la libertad deviene injusta al tenor de que para poder condenarlo la prueba ha debido ser irrefutable y según el Juez colegiado la misma resulto deleznable y sin suficiente fundamento razonable acorde a la exigencia legal.
5.4.1.1.7. Así las cosas la Sala encuentra que la restricción del derecho a la libertad del demandante Roque Liscano, si bien la Fiscalía en su momento encontró y soportó jurídicamente su razón de ser, para cuando era el momento de la condena, por parte del Juzgado Regional de Santafé de Bogotá la misma no era suficiente para soportar la limitación del derecho fundamental a la libertad, como lo estableció el Tribunal Nacional.
En efecto, el ente investigador para tomar la decisión, objeto de debate, contó, con las manifestaciones del ofendido, las declaraciones de los autores y coautores, como el desplazamiento de aquellos a las inmediaciones del lugar y que uno de ellos propicio la instalación de los facinerosos en dicha región; demostrándose la configuración del indicio grave de responsabilidad que requería sustancialmente la medida de aseguramiento.
Los anteriores argumentos, fueron los que llevaron a la Fiscalía General de la Nación, a lo largo de la etapa instructiva a negar en varias ocasiones la revocatoria de la medida de aseguramiento.
Ahora bien, la decisión definitiva de ordenar la libertad inmediata del actor provino no de la plena demostración de su irresponsabilidad o de la inexistencia del hecho -como colige el actor en su escrito de conclusión-, sino como se explicó en la providencia, que el mencionado sería absuelto por los cargos que pesaban en su contra, debido a que existía duda en torno a la complicidad que les fue aducida.
Lo anterior, indica que ese mismo material probatorio confrontado con los requisitos para condenar, bajo el criterio del Juez colegiado, no fue adecuado ni suficiente para tener como plenamente demostrada la responsabilidad y que el Juez de instancia en su análisis no llegó ha encontrar la serie de incertidumbres y vacíos del mismo, pero que de todas maneras conllevó a que la privación de la libertad a partir del la etapa del juicio resultara injusta al no favorecerlo con la duda desde aquel momento del fallo judicial primigenio.
En este orden de ideas se puede tener por demostrada la privación injusta de la libertad del señor Roque Liscano, lo que en criterio de la Sala no amerita el estudio de la existencia del error judicial a que alude el actor en su libelo.
Conforme al mandato constitucional establecido en el artículo 252 de la constitución política en la redacción vigente para la época de los hechos, le correspondía a la Fiscalía General de la Nación investigar los delitos asegurando la comparecencia de los presuntos infractores, adoptando las medidas de aseguramiento.
Conforme a lo que se tiene por demostrado en el presente Proceso, la privación de la libertad inicial del actor estuvo por cuenta y a cargo de la Fiscalía General de la Nación (Fiscalía Seccional 19 del municipio de La Plata), y como ya se indicó la misma no resultó contraria a la legalidad ni devino injusta sino sólo a partir de la sentencia de primera instancia proferida el 28 de febrero de 1997 por parte del Juzgado Regional de Santafé de Bogotá, es a partir de ésta fecha y por cuenta de dicha entidad judicial que en últimas en la misma Rama judicial representada por la Dirección ejecutiva de Administración judicial (Art. 99 de la ley 270 de 1996) a quien se le imputa el daño antijurídico ya analizado
Texto completo
M. PONENTE:          ENRIQUE DUSSAN (SALVAMENTO DE VOTO)
                            GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA – PONENTE MAYORIA
ACTOR:                  JENNY MARGOTH VELAZCO ALARCON
DEMANDADO:         NACION – MINEDUCACION
FECHA:                  31/01/2008
ASUNTO:  INDEXACION RETARDO INJUSTIFICADO PAGO DE CESANTIA PARCIAL/ Perjuicios retardo injustificado pago de Cesantía Parcial Docente/ JURISPRUDENCIAS
Se encuentra demostrado que la parte actora solicitó el reconocimiento de sus cesantías parciales, y la administración, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, demoró casi tres años en su reconocimiento y pago, considera que ha sufrido un daño que debe ser indemnizado por la entidad. 
Para la Sala, en la medida en que la demandante, señora Jenny Margoth Velasco Alarcón, continuó laborando como institutora al servicio del Departamento del Huila, y en esa condición siguió percibiendo sus cesantías anuales liquidadas con el último de los salarios (f.12), se considera que la demora en el reconocimiento y cancelación de la prestación no le ha ocasionado ninguna clase de daños o perjuicios que se hayan demostrado dentro del proceso.
Lo anterior teniendo en cuenta que ni en la demanda o dentro del proceso existe señalamiento de obligaciones de la actora o sucesos que a consecuencia de la mora en que se incurrió por la entidad demandada en el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, se le hayan causado daños o perjuicios que se deban reconocer e indemnizar. Tampoco en el trámite del proceso se han recaudo pruebas en el sentido de señalar dichos sucesos.
De otro lado, el retardo en el reconocimiento y cancelación de la prestación social, en si mismo considerado, razonablemente no da lugar al reconocimiento de la indexación, teniendo en cuenta que durante el término transcurrido entre la petición de las cesantías parciales hasta cuando se le aprobó y canceló la prestación, sus cesantías estuvieron obteniendo réditos, interés o rendimiento financiero sobre el saldo que reposa en la Fiduciaria la Previsora S. A., entidad encargada de administrar los recursos de las prestaciones de lo9s docentes, en virtud a lo dispuesto en la ley 91 de 1989, de lo que hayan podido o debieron haber producido para el depositante o beneficiario en dicha época, como lo ha sostenido el Honorable Consejo de Estado , razón por la cual la parte actora no ha sufrido ningún desmedro o mengua económica.
Así las cosas, no comprobándose la ocurrencia de un perjuicio o daño que deba ser indemnizado por la entidad demandada, se deberán negar las pretensiones.
Texto completo
M. POENNTE: ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR: JOSE RODRIGO LOSADA QUINTERO Y OTROS
DEMANDADO: E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO HERNANDO MONCALEANO PERDOMO
FECHA: 28/02/2008
RADICACION: 2001 01370
ASUNTO: RESPONSABILIDADA MEDICA/ FALLA DEL SERVICIO/ elementos de la Responsabilidad/ VALOR PROBATORIO DE FOTOCOPIAS/ Requisitos/ Copias autenticadas ante Secretario de Juzgado, requerirán de auto que las ordene y las firme el Secretario/REACCION IDIOSINCRATICA DEL PACIENTE/EXONERACION/ Hecho ajeno
En ese orden de ideas, es del caso colegir que los documentos tantas veces mencionados  no pueden ser apreciados como medio valido de convicción, dado que aunque son el medio idóneo para demostrar parentesco, no está debidamente autenticado según el artículo 254 del C.P.C. y por ende no pueden ser tenidos en cuenta como medio de prueba, concluyéndose que frente a los titulares de dichos documentos es pertinente y además resulta un imperativo legal, de acuerdo al artículo 164 del C.C.A., declarar de oficio como probada la excepción de Falta de Legitimación en la Causa por Activa de los menores demandantes que antes Pedro Luis, Andrés Felipe, Jonnattan y José Rodrigo Losada Muñoz y, así se procederá en la parte resolutiva de la presente providencia.
Situación idéntica a la anterior acontece con el registros civil de nacimiento y civil de defunción de la señora Nelcy Muñoz García (fs.25-26 Cuad. Ppal), los cuales, en sentir de la Sala, también carecen de valor probatorio a la luz del artículo 254 del C.P.C. tal como se indicó en las líneas anteriores.
De lo anterior, se pueden establecer los siguientes elementos de las pruebas trasladadas:
a) Deben haber sido obtenidas legalmente y realizadas con las formalidades requeridas para cada medio de prueba.
b) Deben ser aportadas al nuevo proceso en copia auténtica.
C) Deben haber sido practicadas a petición de la parte contra quien  se aducen o con audiencia de ella.
A partir del estudio del segundo elemento constitutivo de la prueba trasladada, es menester precisar que este elemento concentra en su interior, una característica que resulta apenas lógica dentro de los principios probatorios, la cual traduce que las pruebas trasladadas para que tengan plena validez dentro del proceso al que se aportan, las partes que las pidieron o practicaron - por eso se habla de a petición o con audiencia de ella - deben ser las mismas que actuaron en el proceso primitivo, con lo cual, se exige entonces, una identidad jurídica de las partes, esto es, deben coincidir los extremos de la relación jurídico-procesal tanto en el proceso primitivo como en el nuevo proceso.
Lo anterior tiene su razón de ser en la medida en que no es jurídicamente viable que se acepte un medio probatorio en contra de quien no ha podido controvertirlo o no la ha conocido, lo cual sería abiertamente violatorio del principio de contradicción de la prueba.
Así las cosas, se observa dentro del plenario que aunque la parte actora en el libelo de la demanda, al igual que lo hace la parte demandada en la contestación de aquella, solicita el traslado de las pruebas practicadas dentro de la investigación surtida en la referida Fiscalía y en general de todo el proceso allí adelantado, las pruebas testimoniales allí recaudadas no fueron ratificadas dentro del presente asunto, razón por la cual no serán objeto de valoración alguna dentro de la valoración integral del caudal probatorio; sin embargo, las pruebas documentales sí serán tenidas en cuenta para tal fin, puesto que fueron objeto de pronunciamiento por parte de la parte actora en el momento procesal de las alegaciones finales o concluyentes, así no haya participado o intervenido ésta en la práctica o conocimiento de tales medios probatorios.
En este sentido, del inciso primero de dicho artículo superior se establecen los elementos de la responsabilidad del Estado, a saber: 1) el daño antijurídico sufrido por el interesado, 2) la acción u omisión del Estado, que en el caso presente según la demanda se daría por falla del servicio propiamente dicha, que consiste en el deficiente funcionamiento del servicio, porque no funcionó cuando ha debido hacerlo o lo hizo de manera tardía o equivocada, es decir, que ese daño antijurídico sea imputable al Estado en cualquiera de sus manifestaciones, y finalmente, 3) una relación de causalidad entre estos dos elementos, es decir, la comprobación de que el daño se produjo como consecuencia de la falla del servicio - la acción u omisión de la autoridad respectiva-.
En consecuencia, se procede a analizar cada uno de estos elementos en el caso bajo estudio, orientado en la teoría de la falla presunta, como quiera que en el presente litigio, las pretensiones y hechos relacionados en la demanda se estructuraron a establecer la falta o falla en el actuar médico exclusivamente dentro del proceso quirúrgico en donde la paciente sufrió un paro cardiorrespiratorio y posterior extubación, lo que le produjo una desaturación súbita, causando lesiones cerebrales de gran importancia y por último la muerte cerebral, por lo cual, se hace referencia a situaciones de índole médica y científica .
5.4.2.2. De la anterior relación probatoria, y conforme su conducencia, pertinencia y eficacia para el presente caso, dado que no encuentra tacha alguna al respecto y se colige pleno valor de ellos conforme lo expuesto se concluye que no se presentó falla del servicio médico y quirúrgico brindado a la señora Nelcy Muñoz García por parte del Hospital Universitario Hernando Moncaleano Perdomo por las siguientes razones:
1). Se halla establecido que desde que la paciente ingresó al centro hospitalario demandado, la atención fue oportuna y adecuada para las circunstancias que se estaban presentando como el tipo de traumas y fracturas que padecía la señora Muñoz García. Hubo entonces, un adecuado diagnóstico médico y posterior terapéutica médica de acuerdo a lo que demanda la lex artis.
2). Tal como lo conceptúa el perito, a) el registro de anestesia empleado en la cirugía se ajustó al peso y edad de la paciente, al igual que los medicamentos utilizados; b) tan pronto como el paro cardíaco sufrido por la paciente fue detectado por el anestesiólogo fue contrarrestado de inmediato con las medidas y maniobras de reanimación que para ese caso se debían utilizar (fs. 97-100 Cuad. Ppal: Declaración del cirujano Ricardo Perdomo Perdomo); c) al no encontrarse que la paciente sufriera de alteraciones cardiovasculares que permitieran pensar, prima facie, en la prevención de los médicos respecto de la salud cardiaca de la paciente, el paro se hizo totalmente imprevisible, lo cual demuestra que la paciente estaba debidamente monitoreada y vigilada tanto por el médico residente como por el anestesiólogo; d) la extubación y posterior desaturación que presentó la paciente al momento de ser cambiada de posición para ejecutar las maniobras de resucitación como consecuencia del paro cardíaco, no deja entrever, en el sentir de la Sala, que la intubación realizada a la señora Muñoz García no sea la adecuada, máxime si se observa que el paro cardíaco y el consiguiente cambio de posición de decúbito prono a decúbito supino se presentó una hora después de comenzada la intervención quirúrgica y al estar por finalizar la misma, pues de no haber sido así, desde el mismo momento en que se hubiera dado inicio a la cirugía, las complicaciones se habrían hecho presentes inmediatamente y no con posterioridad; e) el incremento en la dosis de anestesia luego que la paciente realizara un movimiento de extensión del cuello era procedente; f) debe reconocerse que era necesario que la paciente fuera cambiada de posición, para las maniobras respectivas dada la alternativa entre tal proceder o la muerte ipso facto de la paciente, por tanto, como el evento -el paro cardíaco- estaba revestido de emergencia, era factible que la extubación se registrara, aunque esto no suele suceder con frecuencia, según lo expresa el perito y no existe prueba en contrario; g) sin embargo, la utilización del capnógrafo, el cual no se utilizó en la sala de cirugía y que es el elemento especial para contrarrestar este tipo de eventos, y que además es uno de los argumentos de la parte actora para insistir en la imputación del ente, no era obligatoria su utilización, como quiera que la cirugía era de tipo ambulatorio y que la paciente debido a su clasificación no presentaba ningún riesgo, tal como se expresa en la Resolución de Preclusión dictada dentro de la instrucción penal adelantada en la Fiscalía Cuarta Seccional de Neiva el 19 de septiembre de 2002 (fs. 187-194 Cuad. Ppal).
5.4.3. Teniendo en cuenta lo analizado, considera la Sala que no se encuentran establecidos los elementos de la responsabilidad de la entidad demandada en la producción del daño y por ende los perjuicios que sufrieron los demandantes.
Como bien lo advierte el perito, y se resalta en las providencias de la Fiscalía Cuarta Seccional de Neiva y del Tribunal de Ética Médica de Cundinamarca, el hecho causante del daño no se pudo establecer con certeza, en primer lugar, porque la necropsia fue realizada 11 días después de ocurrido el paro cardiorrespiratorio y la desaturación de la señora Muñoz García y, en segundo lugar, porque, el paro cardiorrespiratorio era una circunstancia o complicación no previsible - se recuerda que la paciente no registraba riesgos ni anomalías orgánicas que permitieran a los médicos haber actuado en pos de dichos riesgos o anomalías -, lo cual permite inferir con certeza que la presunta responsabilidad de la entidad demandada se ve desplazada o desvirtuada por la aparición u ocurrencia de un hecho extraño o causa extraña totalmente ajeno a la voluntad o accionar de los galenos que intervinieron en el proceso quirúrgico y del ente hospitalario.
Texto completo
M. PONENTE: ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR: GERARDO GONZALEZ ARTUNDUAGA Y OTROS
DEMANDADO: EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN ANTONIO DE PITALITO – HUILA
FECHA: 28/02/2008
RADICACION: 2002 01280
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ RESPONSABILIDAD MEDICA/ Falla del servicio médico-asistencial y quirúrgico, en atención prestada/ DOCUMENTO IDONEO PARA PROBAR PARENTESCO/ Decreto 1260 de 1970/ EXCEPCION DE LA CADUCIDAD DE LA ACCION/ EXCEPCION POR FALTA DE LEGITIMACION DE LA CAUSA POR ACTIVA/ EXCEPCION DE INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL-ADECUADA PRACTICA MEDICA-CUMPLIMIENTO LEX ARTIS
En el presente caso, la demanda se presentó ante la jurisdicción ordinaria civil el 11 de agosto de 1998 y el 18 de agosto del mismo año, se admitió la misma. Se profirió sentencia el 19 de diciembre de 2000 y en el Tribunal Superior de Neiva se dictó Auto el 30 de octubre del mismo año donde se declara la falta de competencia jurisdiccional y se envía el expediente a esta Corporación, donde se recibe el 13 de noviembre de 2002, siendo admitida el 29 de mayo de 2003.
De acuerdo con lo anterior, considera la Sala que no ha ocurrido el fenómeno de la caducidad en el presente asunto, por cuanto se puede observar que la demanda, aunque fuera presentada o instaurada ante otra jurisdicción, se hizo dentro de los dos (2) años siguientes a la ocurrencia del hecho que se reputa como dañoso, esto es, el 16 de diciembre de 1997 (f. 149 Cuad. Ppal) y por tanto se hizo dentro del término legal, aunque, si bien, se efectuó ante otra jurisdicción, y el juez no rechazó la demanda por carencia de jurisdicción (Art. 85 CPC), que permitiera que el actor pudiera presentarla ante ésta, tal comportamiento no puede generar en el demandante el no acceder a la justicia, porque de todos modos, el expediente, aunque remitido, nunca salió de la órbita de control de la administración de justicia.
De otro lado, debe indicarse que la jurisdicción contencioso administrativa tiene su propio régimen de caducidad de la acción y por tanto no le era aplicable el artículo 91 del C.P.C. en su redacción inicial antes de la modificación realizada por el 11 de la ley 794 de 2003 a que alude el demandado. En efecto, al presentarse la demanda dentro del término de caducidad, ésta se interrumpe de una vez con tal hecho procesal y no había continuidad del mismo por la no notificación del auto admisorio de la demanda en el plazo que allí se contemplaba, entre otra razón a la ya indicada, porque ésta actuación se hallaba a cargo de ésta Corporación conforme se deriva de lo establecido en el artículo 150 del C.C.A., en concordancia con el 207 ibídem numerales 3 y 5.
En consecuencia, no prospera esta excepción.
Aduce el apoderado del Hospital que dentro del expediente se trata de probar un parentesco entre los demandantes con documentos que no son los exigidos por la normatividad Colombiana para tal efecto, esto es, copia de la correspondiente partida o folio donde se registra civilmente el matrimonio, nacimiento o defunción de una persona y no se pueden suplir con documentos de complacencia como partidas eclesiásticas, certificados o fotocopias auténticas de las cédulas de ciudadanía.
Al respecto, encuentra la Sala que en el acervo probatorio se allegaron los siguientes documentos:
Fotocopia autenticada de la cédula de ciudadanía de:
-           Gerardo González Artunduaga (f. 32 Cuad.  Ppal 1).
-           Gerardo González Muñoz (f. 33 Cuad.  Ppal 1).
-           Gilma Artunduaga de González (f. 34 Cuad.  Ppal 1).
-           Edgar González Artunduaga (f. 35 Cuad.  Ppal 1).
-           Aldemar González Artunduaga (f. 36 Cuad.  Ppal 1).
-           Didier González Artunduaga (f. 37 Cuad.  Ppal 1).
Certificado de nacimiento -registro civil- expedido por el Notario Único del Circuito de Timaná, de:
-  Ever González Artunduaga (f. 38 Cuad.  Ppal 1).
-  Héctor Ángel González Artunduaga (f. 39 Cuad.  Ppal 1).
-  Joselito González Artunduaga (f. 41 Cuad.  Ppal 1).
-  Jhon Fredy González Artunduaga (f. 42 Cuad.  Ppal 1).
-  Víctor González Artunduaga (f. 43 Cuad.  Ppal 1).
Donde se indica como padres de ellos los señores Gilma Artunduaga Artunduaga y Gerardo González Muñoz.
Copia simple de registro civil de nacimiento de:
-  Milton Andrés González Artunduaga (f. 40 Cuad.  Ppal 1).
No se allegó registro civil de nacimiento del demandante Gerardo González Artunduaga, por lo que No se encuentra probado el parentesco entre él y los demás demandantes, como quiera que no está demostrado que los señores Gilma Artunduaga Artunduaga y Gerardo González Muñoz sean sus padres y por tanto lo ya citados sean sus hermanos, por lo que de demostrarse la responsabilidad por el daño que el demandante Gerardo González Artunduaga dice padecer como directo damnificado de los hechos que motivan las pretensiones y del cual ellos derivan el presunto perjuicio, dada su relación de familiaridad.
En efecto las fotocopias de la cédula de ciudadanía, así sean autenticadas, no son conducentes para probar parentesco alguno, pues no es el documento idóneo para tal finalidad (artículos 101 y 105 Inciso 1° del Decreto 1260 de 1970)
En segundo lugar, no se demuestra que los señores Gerardo González Muñoz y Gilma Artunduaga de González sean los padres del señor Gerardo González Artunduaga, y, por ende, tampoco consta que los demás demandantes son sus hermanos o tienen parentesco con aquél, no obstante se observe que llevan los mismos apellidos, lo cual no es prueba conducente de parentesco.
Así las cosas, estima la Sala que habrá de declararse probada la exceptiva propuesta respecto de los señores Gerardo González Muñoz, Gilma Artunduaga de González, Edgar González Artunduaga, Aldemar González Artunduaga, Didier González Artunduaga y de los menores Ever González Artunduaga, Héctor Ángel González Artunduaga, Joselito González Artunduaga, Jhon Fredy González Artunduaga y Milton Andrés González Artunduaga.
En este sentido, del inciso primero de dicho artículo superior se establecen los elementos de la responsabilidad del Estado, a saber: 1) el daño antijurídico sufrido por el interesado, 2) la acción u omisión del Estado que pude darse por cualquiera de las modalidades tradicionales como por ejemplo la falla del servicio, porque no funcionó cuando ha debido hacerlo, o lo hizo de manera tardía o equivocada, y finalmente, 3) una relación de causalidad entre estos dos elementos, es decir, la comprobación de que el daño se produjo como consecuencia de la falla del servicio - la acción u omisión de la autoridad respectiva -.
5.4.2.4. Teniendo en cuenta lo hasta aquí expresado, considera la Sala que no se encuentra radicada la imputabilidad del daño en la entidad demandada y por ende los perjuicios que sufrió el señor Gerardo González Artunduaga, como quiera que en el plenario está demostrada la diligencia, oportunidad, idoneidad y calidad de la atención, diagnóstico, intervenciones quirúrgicas y tratamientos complementarios.
Como bien lo advierte el perito en su concepto, dada la complejidad de los traumas severos sufridos por el paciente en el accidente de tránsito, la probabilidad intrínseca de que las fracturas y heridas sufrieran la presencia de una infección era cada vez mayor y pese a que el manejo inicial fue el adecuado (aplicación de antibióticos para prever una infección), no se tenía la certeza de que se presentaría una infección o no, pues la que se presentó y que se detectó en el cultivo, causada por la bacteria Streptococo sp (f. 160 Cuad. Ppal. 1) era resistente a los antibióticos utilizados y por ello se utilizaron otros, los que si bien resultaron insuficientes, lo fue porque apareció una nueva bacteria conocida como la Citrobacter diversus (f. 161 Cuad. Ppal. 1) y también se diseñó la forma de contrarrestarla.
Así las cosas, estima la Sala muy pertinente lo dicho por el perito en este aspecto:
"En conclusión la fractura que presentó Gerardo González Artunduaga era una fractura compleja de difícil manejo con muchas posibilidades de presentar complicaciones como las que finalmente hizo.
El manejo inicial fue oportuno y adecuado, ciñéndose a la lex artis."
Con lo anterior, la Sala no encuentra que el proceso infeccioso se haya producido como consecuencia de la acción u omisión del personal médico, paramédico o asistencial de la Empresa Social del Estado Hospital Departamental San Antonio de Pitalito.
5.4.2.5. Así las cosas no se encuentra radicada éste elemento de la responsabilidad en la entidad demandada.
Texto completo
M. PONENTE: ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR: EFRAIN HOYOS GALINDO Y OTROS
DEMANADADO: MUNICIPIO DE IQUIRA
FECHA: 12/03/2003
RADICADO: 2001 00371
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Accidente de tránsito/ Lesiones/ VALORACION DE PRUEBAS/ Valor probatorio copias simples/ NORMATIVIDAD/ Traslado de la prueba/ Requisitos/ CADUCIDAD DE LA ACCION/ DEMOSTRACION DE PARENTEZCO/ Registro Civil/ LLAMAMIENTO EN GARANTIA/Normatividad
5.2. Del valor probatorio de los documentos allegados con la demanda.
Sea lo primero expresar que las fotocopias allegadas por la parte actora con la demanda como son el Diploma de licenciado en educación física (f.19), de Magister en administración educativa (f.20), de comunicador social -periodista- (f.21), declaraciones extraproceso (f.25 a 27), registro de nacimiento de Paola Andrea y Ariadna Hoyos Sterling (fs.28-29) carecen de autenticidad por venir en fotocopia "simple", por lo que no serán valorados como prueba documental.
En efecto, se trata de fotocopias simples o sin autenticidad alguna, lo que demerita su valor probatorio como quiera que conforme al artículo 253 del Código de Procedimiento Civil aplicado por remisión del articulo 168 del C.C.A., los documentos se deben aportar al proceso en original o en copia siendo ésta una trascripción o una reproducción mecánica de las mismos y ocurriendo esto último, para que tenga valor probatorio debe cumplir las exigencias establecidas en el artículo 254 del C.P.C .
Por consiguiente, la certeza de los hechos que se pretenden demostrar con la prueba documental tiene relación directa con la autenticidad de las copias, pues comporta la eficacia de la administración de justicia toda vez que la equivalencia de valoración probatoria entre la copia autenticada y el original se orienta a rodear de garantías de certeza la demostración de los hechos sobre los que versan, los cuales son fundamento del reconocimiento de los derechos. Así lo determinó la Corte Constitucional al analizar la constitucionalidad del citado artículo  y en el caso bajo estudio esos documentos no tienen valor probatorio por lo ya indicado.
5.3. Del valor de las pruebas trasladadas.
Como a petición de la parte actora, se trasladó con destino a éste proceso, el Penal (Primera y segunda instancia, cuadernos 3 y 4) corresponde determinar su valor probatorio en éste.
Al respecto se debe indicar que el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo dispone que "En los procesos ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo, se aplicarán, en cuanto resulten compatibles con las normas de este código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración".
En relación con el traslado de pruebas, es aplicable, entonces, el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, que preceptúa: "Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia autentica y serán apreciables sin mas formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición  de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella":
Entonces en relación con los testimonios recibidos en el proceso penal allegado no pueden ser tenidos en cuenta porque si bien el expediente se ha allegado en copia auténtica, no fueron recibidos o practicados con audiencia de la parte contra la cual se aducen, esto es el Municipio de Iquira, y ante el hecho de no cumplir este requisito, no fueron ratificados en este proceso (artículo 229 del C. de P. C.) 
En consecuencia las pruebas aludidas no podrán apreciarse válidamente.
5.4.1. De la caducidad de la acción.
La parte demandada la hace consistir en que el hecho que motiva la demanda ocurrió el 8 de julio de 1998 y la misma fue presentada el 7 de marzo de 2001, tiempo superior a los 2 años establecidos en el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., para presentarla, sin que medien razones suficientes para argumentar que el término de caducidad debía empezar en contabilizarse en fecha diferente al día en que sucedieron los hechos.
Lo anterior se corrobora con el dictamen rendido el 4 de febrero de 2000, por el perito forense del Instituto de medicina legal Regional sur-oriente Neiva dentro de la actuación penal (f.75) en donde se le determinó al referido demandante la incapacidad definitiva; y si se tiene en cuenta ésta fecha, se llega a la misma conclusión: que para cuando fue presentada la demanda no había caducado la acción.
En efecto, en casos como el presente, la caducidad no puede contarse a partir del hecho que causa el daño, dado que éste sólo se puede determinar con el paso del tiempo y a partir de cuando éste se consolida es que empieza a correr dicho lapso.
Ahora bien, como de conformidad con los artículos 5 y 106 del Decreto 1260 de 1970  el registro civil es el documento con el cual se demuestra el parentesco y los demandantes Ariadna y Paola Hoyos Esterling, y la señora María Merly Sterling, quienes dicen ser hijas (las dos primeras) y cónyuge (la última) del señor Efraín Hoyos Galindo, no acreditan mediante la mencionada prueba (registro civil de nacimiento y matrimonio respectivamente) tal relación familiar por lo que en ellas no se puede predicar la existencia de daño alguno.
Al no demostrarse el parentesco, no puede presumirse la existencia de la familiaridad que se predica en la demanda y por ende del dolor y daño que se reclama.
Texto completo
M. PONENTE:          ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR:                  CLAUDIA MILENA ANDRADE VAQUIRO
DEMANDADO:         EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL UNIVERSITARIO “HERNANDO MONCALEANO PERDOMO”
FECHA:                  25/03/2008
RADICADO:            2002 00503
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL/ RESPONSABILIDAD MEDICA  Y ENTIDAD HOSPITALARIA/ Omisión de atención oportuna a paciente/ Muerte de menor / EXCEPCION (Carencia ) de autorización legal expresa/ competencia de Hospitales de Nivel IV/
De acuerdo con lo previsto en los artículos anteriormente citados, se concluye que las enfermedades de tipo catastróficas o ruinosas, dentro de las cuales se encuentran las genéticas y las congénitas, deben ser resueltas en un nivel de mayor complejidad técnica y científica como lo es el IV nivel, de lo cual, se desprende que los centros hospitalarios y las clínicas que acrediten tal nivel en sus procedimientos y tratamientos son las entidades que efectivamente contribuirán a la prestación del servicio para salvar o mejorar la calidad de vida de los pacientes de acuerdo a su obligación para con el desarrollo del Plan Obligatorio de Salud.
Así, se hace necesario precisar si al Hospital Universitario Hernando Moncaleano Perdomo le correspondía prestar la atención y manejo quirúrgico que requería la menor conforme a la patología que padecía a tan escasas horas de vida. Para esto, obra en el proceso certificación expedida por la Secretaría de Salud Departamental de fecha 12 de septiembre de 2001 (fs. 68-74 y 74 vto. Cuad. Ppal.), en la cual realiza una relación de todos los servicios ofrecidos por el ente hospitalario demandado y dentro de los cuales no aparece registrado como servicio ofrecido la Intervención Quirúrgica en Cardiología Pediátrica; que era la requería la menor Liseth Yuliana Andrade Váquiro dado el diagnóstico definitivo de Cardiopatía Congénita Cianozante Tipo Tetralogía de Fallot, como consta en la Historia Clínica diligenciada en el Hospital demandado y aportada al proceso (fs. 153-209), así como lo reitera en su declaración el médico pediatra Leonel Javela Pérez (fs. 123-125 Cuad. Ppal): Se debe trasladar a estos bebés lo más pronto posible porque algunos requieren cirugías de urgencia ya sean paliativas o definitivas para lograr salvarle la vida"  y el médico pediatra Edgar Alonso Arboleda Correa (fs. 110-112 Cuad. Ppal): "A pesar de que el Hospital es de tercer nivel se carece de ciertos elementos y medicamentos para resolver esas patologías tan complejas a nivel cardiaco y se requiere el traslado inmediato a cuarto nivel donde se tiene los medicamentos y elementos más avanzados para diagnosticar y tratar oportunamente a estos pacientes con patologías tan complejas. La mortalidad es alta de acuerdo al grado de seriedad de la patología y al tiempo en que se le realice tratamiento paliativo (medicación) cateterismos y el tratamiento definitivo de acuerdo a la viabilidad que se tenga es quirúrgico por eso se refiere al cuarto nivel".
De lo anterior, se desprende entonces que no era obligación del Hospital Universitario Hernando Moncaleano Perdomo de la ciudad de Neiva prestar el servicio a la menor Liseth Yuliana, por cuanto no contaba con los elementos técnicos y científicos para tratar el tipo de patología de complejidad mayor como lo era la diagnosticada.
Ahora bien, por otro lado, e interpretando la demanda, se observa que adicional a lo argumentado en aras de de la reclamación de indemnización de los perjuicios, lo constituye la presunta demora en remitir y trasladar a la paciente a un centro de IV nivel de complejidad médica y científica.
Al respecto y con base en los razonamientos efectuados en líneas anteriores, se encuentra que la obligación que le asistía al Hospital aquí demandado era la de generar la orden de remisión de la paciente hacia un centro clínico u hospitalario de IV nivel de complejidad y desarrollar todas las labores tendientes a la exposición del caso a la entidad estatal encargada de financiar el tratamiento médico-quirúrgico de ese nivel a falta de recursos de la madre de la menor, dado que la señora Claudia Milena Andrade Váquiro, por mandato legal pertenecía al Régimen Subsidiado de Salud en calidad de vinculada; obligaciones que fueron cumplidas a cabalidad por el Hospital, pues como se observa a folio 157, la valoración de los pediatras arrojó como resultado el diagnóstico definitivo de la patología y la natural orden, por su alta complejidad, de remitirla hacia un centro de IV nivel y que inmediatamente, a través de las trabajadoras sociales de la entidad se realizó la gestión de comunicar a la Secretaría de Salud Departamental la necesidad de enviar a la paciente (por ser una enfermedad catastrófica o ruinosa que debe ser cubierta o cofinanciada por las entidades territoriales), ante lo cual se obtuvo una respuesta negativa por parte de dicha entidad, no obstante se siguió insistiendo en tal objetivo, tal como consta a folios 160 vto., 163, 169 vto., 182 vto., 186 vto., 189 vto. y 194 y a folio 197 vto., se observa que el 11 de noviembre de 2001, un día después de ingresada la menor al Hospital, se ordenó con carácter urgente la remisión de la paciente a cardiopediatría, evidenciándose además que ese mismo día se diligenció la orden de remisión u hoja de referencia (f. 106 Cuad. Pbas 1).
Así las cosas, la Sala no encuentra razón para estimar que la entidad demandada haya incumplido sus deberes legales y éticos, y antes bien, por el contrario, se observa que cumplió con las actuaciones exigidas para su nivel de complejidad; razón por la cual encuentra la Sala que prospera esta excepción y así se declarará, por lo que de contera se denegarán las pretensiones de la demanda.
Como no se demostró la responsabilidad de la Empresa Social del Estado Hospital Universitario "Hernando Moncaleano Perdomo", es consecuencia lógica que no haya que analizarse si el Departamento del Huila, como llamado en garantía, deba responder en tal calidad, por lo que tampoco hay razón para el estudio de la excepción formulada por dicho ente territorial.
Texto completo
M. PONENTE: GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA
ACTOR: ANA MARIA CARVAJAL SANCHEZ Y OTROS
DEMANDADO: INSTITUTO NACIONAL DE VIAS (INVIAS) - NACION – MINSTRANSPORTE/ Y OTROS
FECHA: 11/04/2008
RADICADO: 1996 08926
ASUNTO:  RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Actividades riesgosas/ Responsabilidad de Contratistas Particulares/ Responsabilidad de contratantes/ LLAMADO EN GARANTIA
13.5.- Del caso concreto:
Demandan los actores en ejercicio de la Acción de Reparación Directa, consagrada en el articulo 86 del C.C.A, la declaración de responsabilidad solidaria, patrimonial y administrativa de las entidades demandadas Nación - Ministerio de Transporte, el Instituto Nacional de Vías y la Sociedad H.B. Estructuras Metálicas S.A., y que en consecuencia se les indemnice los perjuicios padecidos con ocasión de la muerte del señor YAMIL ARMANDO DUSSAN CARDOZO en fecha 16 de octubre de 1994 en el puente de los Ángeles en la carretera Laberinto - Paicol - La Plata, cuando como empleado de INVIAS, participaba en la prueba de carga a la estructura del mencionado viaducto, obra que había sido contratada con la sociedad H.B. ESTRUCTURAS METÁLICAS S.A.
13.7.- Del régimen de responsabilidad aplicable:
El articulo 90 de la Constitución Política estipula la cláusula de responsabilidad patrimonial del Estado, que abarca la responsabilidad de naturaleza contractual  como la extracontractual, que puede ser directa o por el hecho propio, o indirecta por los hechos de personas o cosas sobre las que se tiene un deber de custodia o que se han elegido para que actúen en provecho propio.
Esta visión permite que la responsabilidad del Estado se vea  comprometida frente a los daños que origine tanto por su acción no jurídica, como por su conducta lícita, donde se destaca, con mayor énfasis, el carácter meramente reparatorio que ha ido adquiriendo.
En el caso bajo estudio se reclama la responsabilidad por un daño causado con la lesión producida en la ejecución de una obra contratada por una entidad pública, lo cual impone precisar que a ella podrían imputarse los daños padecidos por los ejecutores de la obra o por terceros ajenos a ella, en consideración a su condición de dueño de la misma.
Se hace necesario determinar, en concomitancia con los hechos narrados y lo probado en el proceso, el régimen de responsabilidad aplicable y la responsabilidad de la entidad pública demandada en su condición de propietaria de la obra, y de los demandados llamados en garantía, hechos en los cuales perdió la vida el señor YAMIL ARMANDO DUSAÁN CARDOZO.
Considera la Sala que el régimen de responsabilidad aplicable, como lo ha expuesto el Honorable Consejo de Estado,  es el de las actividades riesgosas o peligrosas, con una responsabilidad de carácter objetivo, en donde se exige al demandante la demostración del daño y el nexo de causalidad con el hecho de la Administración, en este caso realizado por medio de contratista, sin que valga para la entidad pública demandada demostrar la ausencia de culpa; deberá probar la entidad demandada para exonerarse, la existencia de una causa extraña, fuerza mayor o hecho exclusivo de un tercero o de la víctima.
13.7.3.- Causales de exculpación de INVIAS e imputación:
El INVIAS no ha reclamado ninguna causal de exculpación de las que pueda exonerarse de responsabilidad, como la existencia de una causa extraña, fuerza mayor o hecho exclusivo de un tercero o de la víctima.
Por el contrario, se puede afirmar que existe prueba suficiente para derivar la imputación en contra del Instituto en los hechos, pues según lo dispuesto por el decreto N° 2171 de 1992, por medio del cual se creó la institución, consiste su obligación legal en ejecutar las políticas que fije el Gobierno Nacional en lo que tiene que ver con la construcción, conservación y mantenimiento de las vías nacionales. Y en el caso bajo estudio, se trataba de la construcción de una obra pública, de la estructura y montaje de un puente metálico que hace parte de la red nacional de carreteras, el cual había sido confiado a su contratista H.B. ESTRUCTURAS METALICAS S.A., el cual se encontraba terminado y listo para ponerse al servicio de los usuarios, faltando solo la prueba técnica de carga y resistencia de la estructura, y cuando se procedía a ello, ésta cedió colapsando y produciendo entre otros, los daños enunciados en esta providencia, hecho imputable a la entidad oficial como dueña de la obra.
En consecuencia, el Instituto Nacional de Vías al suscribir el contrato de obra pública con H.B. ESTRUCTURAS S.A., como generador y organizador de una actividad de riesgo, debe responder por los daños que ocasione ese tercero colaborador o contratista, puesto que el hecho de delegar la realización de la obra no le releva de responder. Quien realiza la obra en nombre de la Administración comparte también con ella la condición de guardián de la construcción, la cual por el riesgo que crea frente a terceros, como a quienes la ejecutan directamente, se ha considerado como una actividad de carácter peligroso.
Considera la Sala que al no haberse practicado previamente la prueba de carga a la estructura antes de su instalación, es una exposición directa y permanente al riesgo que se crea con dicha prueba a ciegas, sin medidas de seguridad y de auxilio, y con la aquiescencia de la entidad contratante y de su interventora, le radican la imputación en su contra.
Por ende, se declarará administrativamente responsable a INVIAS - INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS, en  calidad de propietario de la obra pública contratada que tenía como objeto el montaje estructural del puente de los Ángeles sobre el río Páez en la vía laberinto - Paicol - La  Plata, y a cancelar los perjuicios causados a los demandantes con ocasión de la muerte del señor ÁLVARO DURÁN ÁLVAREZ.
La Sala encuentra bastante comprometidas las acciones y omisiones de la firma Interventora en el colapso de la cinta estructural de 62 metros del puente de los Angeles, al haber advertido las fallas que han enunciado los testimonios de los señores Ingenieros BERKMANS JOEL RENGIFO TORRES  y HERNAN OTONIEL FERNANDEZ ORDOÑEZ, que presentaba fallas por la falta de estabilidad de la baranda o viga de rigidez del puente, considerándose que la Sociedad Interventora debió exigir las pruebas de resistencia de la estructura antes de su montaje, o por lo menos si avizoraba la debilidad en la baranda o viga de rigidez, no haber permitido su montaje hasta no haberse cerciorado de encontrarse superadas las inconsistencias.
La sociedad Paulo Emilio Bravo y Cía Ltda., en su calidad de interventor, influyó directamente también para que se produjera el resultado que le causó los perjuicios a los demandantes, y por ende al INVÍAS que debe resarcirlos como directo responsable en su calidad de propietario de la obra.
Teniendo en cuenta que las pruebas de resistencia y carga de la estructura de 62 metros se iban a realizar con dicha unidad montada en su sitio final, le correspondía a la Sociedad Interventora ser garante respecto a la confiabilidad de esa estructura, que fuera segura, que satisficiera las necesidades de los servicios de transporte de carga y pasajeros. Lo que obligaba a la Sociedad Interventora a supervisar la ejecución de la obra desde varios frentes como tales como la idoneidad de los materiales y su correcto ensamblaje, la resistencia de éstos, la ausencia de fallas en la estructura y en el montaje, y que cuando observara alguna, ponerlas en conocimiento del contratista y de la entidad contratante; es mas, había advertido sobre la estructura que se malogró la existencia de pandeos laterales de las cintas superiores objetando la rigidez de las vigas, solicitando que se reforzaran para darle mas estabilidad al puente.
En consecuencia, con las dudas que tenía la Sociedad Interventora, debió oponerse a la prueba de carga, al menos con presencia humana en el viaducto, la que se debió realizar con materiales solamente, debiendo advertir dichas dudas a la entidad contratante para que quedara a su criterio y arbitrio.
Por tanto se considera por la Sala que la firma Pablo Emilio Bravo y CÍA LTDA,  en desarrollo de sus actividades contractuales omitió parte de sus obligaciones, las que incidieron en el resultado de la obra contratada y que ahora son el origen de los perjuicios causados a los demandantes en el cual se ha declarado patrimonialmente responsable el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS, razón por la cual se le debe imponer el 30% de la condena que se imponga a dicha  entidad.
Texto completo
M. PONENTE:          JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  ERMELINDA CALDERON DE CARVAJAL Y OTROS
DEMANDADO:         MUNICIPIO DE TIMANA – NACION – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  28704/2008
RADICACO:            1999 01004
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL / Responsabilidad por muerte de animal doméstico/ CODIGO CIVIL/ Excepción falta de legitimación en la causa por pasiva/ DESPLAZAMIENTO DEL RIESGO/ Liberación de responsabilidad jurídica/
No le era permitido al celador de la plaza, independientemente de si era o no empleado del Municipio de Timaná, impedir que el propietario sacara el semoviente que estaba en los corrales, ni en el transcurso del proceso se acreditó que existiera norma o reglamento que hiciera obligatoria su salida por el embarcadero y la obligación correlativa de negar la salida por una puerta de acceso diferente, pero aún en dicho evento, la violación de dicho reglamento resultaría irrelevante a la hora de imputar responsabilidad, puesto que se repite, el propietario una vez retirado el toro de los corrales de la plaza queda bajo el cuidado exclusivo de su conducción, quien en razón de dicha labor asume toda la responsabilidad de los daños que de su comportamiento imprudente se deriven.
Nuestro Código Civil define en el artículo 687 los diferentes tipos de animales y predica que los animales domesticados son aquellos que sin embargo de ser bravíos por su naturaleza se han acostumbrado a la domesticidad y reconocen en cierto modo el imperio del hombre.
El 698 ibídem refiere que este tipo de animales están sujetos a dominio, el cual se conserva por parte del dueño aún siendo fugitivos y entrando en tierras ajenas y finalmente el 2353 de la codificación mencionada establece que el dueño de animal domesticado es responsable de los daños causados por el mismo animal, aún después de que se haya soltado o extraviado, salvo que la soltura, extravío o daño no puedan imputarse a culpa del dueño o del dependiente encargado de la guarda o servicio del animal.
Como el toro que causó la muerte del señor JOSE ABADIAS CARVAJAL CARVAJAL, se clasifica como un animal domesticado y estaba en el momento en que le causó la muerte, por cuenta y riesgo de su dueño que ordenó sacarlo de los corrales de la Plaza de Ferias del Municipio de Timaná, sólo a su propietario le es imputable la responsabilidad por el daño causado, de conformidad con las normas anteriormente citadas.
Si al municipio de Timaná no se le puede endilgar responsabilidad por el fallecimiento del señor JOSE ABADIAS CARVAJAL CARVAJAL en las circunstancias anotadas, menos es posible hacerlo con la Policía Nacional, que para el día de los hechos cumplía con su labor de vigilancia, en procura de proteger a la población en el evento ferial que se desarrollaba, y que dentro de sus funciones de protección y vigilancia no se le puede exigir el que logre evitar el que un semoviente atropelle y cause la muerte de un ciudadano.
Por eso le asiste razón al apoderado de la citada institución cuando expresa que no se pude pretender que con el escaso número de policiales se dejara un servicio sólo para cuidar los animales, cosa que no tenía sentido, cuando es sabido que en desarrollo de las ferias se presentan riñas por lo que la presencia policial era importante donde estaba la gente no los animales.
Texto completo
M. PONENTE:      JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:              ILDER HERNAN VIDAL MONJE Y MICHEL MONJE CHALA
DEMANDADO:      NACION – MINDEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:              14/05/2008
RADICADO:                 2002 00004
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/Responsabilidad por actividades peligrosas o riesgosas/ Perjuicios causados por fumigación a los cultivos ilícitos.
La Sala, previamente se pronuncia sobre el valor probatorio del acta que contiene el informe de la inspección practicada por la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena (fls.21 a 25) y el documento de la Secretaría de Desarrollo Social Dirección de Asistencia Técnica Rural y Medio Ambiente de la Alcaldía de Neiva, fechado el 28 de abril de 2000 (fl. 26),  que se allegaron  con la demanda en fotocopia simple, razón por la cual  no se pueden tener como prueba,  al carecer de autenticidad.
En el régimen de responsabilidad por actividades peligrosas o riesgosas se predica una presunción de responsabilidad en el causante del daño, por lo que en éste régimen no se requiere la demostración de una falla en el servicio propiamente dicha, pues basta con que se acredite el hecho dañoso y su autoría o conexidad con el agente causante del mismo para que haya lugar a la declaratoria de responsabilidad, salvo la existencia de una causa extraña.
Entonces lo primero que se tiene que establecer debidamente es la existencia del daño, porque sin este elemento se tornaría inoficioso el estudio de la responsabilidad, aún en el evento de la existencia de una falla del servicio, como lo expone claramente el  tratadista Juan Carlos Henao en su libro El Daño:
"El daño es, entonces, el primer elemento de la responsabilidad, y de no estar presente torna inoficioso el estudio de la misma, por más que exista una falla del servicio. La razón de ser de esta lógica es simple: si una persona no ha sido dañada no tiene porqué ser favorecida con una condena que no correspondería sino que iría a enriquecerla sin justa causa". 7
En el presente caso según la demanda, el daño consiste en la pérdida total de los cultivos de fríjol y arveja de aproximadamente once hectáreas, producto de las fumigaciones con glifosato, realizado por las avionetas de la Policía de Antinarcóticos.
Considera la Sala, que se llega a establecer el daño de los cultivos de los accionantes, pero que verdaderamente no hay una prueba clara que demuestre y de certeza que efectivamente los cultivos se marchitaron y se produjo su muerte como consecuencia del herbicida glifosato, pues se hace necesario el pronunciamiento técnico científico que así lo demuestre.
En efecto, la diligencia de inspección judicial adelantada por el Juzgado Primero Civil Municipal de Neiva, no da elementos de juicio respecto a lo que realmente causó el daño, pues ella tan sólo se limitó a relatar lo manifestado por los accionantes, y establecer la cuantía del daño solicitada por ellos, obviando establecer si el daño efectivamente fue producido por la aspersión de glifosato por parte de las aeronaves de la Policía de Antinarcóticos.
Con respecto del Acta de fumigación expedida por la Policía -  Dirección de Antinarcóticos - , la entidad demandada acepta que en la fecha señalada se hicieron operativos de aspersión con glifosato, y que dicha fumigación se produjo en la jurisdicción de los municipios de Algeciras y Vegalarga y no sobre el terreno cultivado.
Efectivamente, de las coordenadas de vuelo contenidas en el acta de la Corporación, encontramos que no existen puntos coincidentes de que los cultivos se hallan ubicados dentro de las coordenadas donde se realizó la aspersión.
Aún en el régimen de responsabilidad por  riesgo excepcional se hace necesario establecer la conexidad entre el daño y la actividad peligrosa desarrollada, esto es, que el daño se produjo como consecuencia directa o indirecta del ejercicio de la actividad riesgosa.
Texto completo
M. PONENTE:          JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ
ACTOR:                  LUIS IGNACIO AMAYA OLAYA
DEMANDADO:         NACION – MINDEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  10/03/2008
FECHA:                  13/03/2008
RADICADO:            1998 00488
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD/ Ley 270 de 1996 – Ley Estatutaria de la Administración de Justicia ART. 65 A 69/
3.- RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE AL CASO
Los demandantes han instaurado la acción contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, para que esta Corporación declare su responsabilidad por la privación injusta de la libertad de que fue objeto el Agente Luis Ignacio Amaya Olaya, quien fuera condenado en primera instancia a la pena de doce meses de arresto por la comisión del delito de Abandono de Puesto, fallo que fuera revocado posteriormente por el Tribunal Militar absolviéndolo de dicho ilícito.
El régimen de responsabilidad aplicable es el establecido en la Ley 270 de marzo 7 de 1996 o Ley Estatutaria de la Administración de Justicia por cuanto ella reguló específicamente la responsabilidad del Estado por error jurisdiccional (artículo 66); privación injusta de la libertad (artículo 68); defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (artículo 69) y la responsabilidad personal del funcionario y del empleado judicial (artículo 71).
Como se plantea la responsabilidad por privación injusta de la libertad el análisis debe hacerse en el presente caso a la luz de la regla general establecida en el artículo 90 de la Constitución Política y la Ley 270 de 1996 o Estatutaria de la Justicia.
3.1.- LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO
La Constitución Política en su artículo 90 estableció que el Estado responde patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por las autoridades públicas, por acción u omisión.
La jurisprudencia ha indicado que dos son los elementos basilares que comprometen la responsabilidad estatal, siendo ellos el daño antijurídico y la imputabilidad del mismo al Estado.
Igualmente, el Consejo de Estado al referirse al daño antijurídico ha dicho "que equivale a la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está en la obligación de soportar; de esta manera, se ha desplazado la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo, constituyendo un elemento estructural del daño indemnizable y objetivamente comprobable. Quizás sea esta característica la que ha inclinado a pensar que ha ocurrido un tránsito, por imperio constitucional de una responsabilidad de tipo subjetivo a otro objetivo. Esa conclusión no corresponde a la realidad.
"La ilicitud o antijuridicidad del daño están insitos en el daño mismo sin referencia alguna a la licitud o ilicitud de su causa; en otros términos el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esa doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva."
De otra parte, al referirse a la imputación se cita a los tratadistas Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, quienes la definen como "un fenómeno jurídico consistente en la atribución a un sujeto determinado del deber de reparar un daño, en base a la relación existente entre aquél u éste."
La misma cita jurisprudencial señala los extremos que deben probarse para que se configure la responsabilidad por daño antijurídico; al respecto señala:
"Probar que existe un nexo causal entre el hecho que constituye la fuente normativa de responsabilidad y el daño producido será siempre necesario para que la imputación pueda tener lugar y con ella pueda nacer la responsabilidad, pero la mera relación de causalidad entre el hecho (y su autor) y el daño no basta para justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la ley califica de responsable… En tales casos -y en todos aquellos en que la responsabilidad se configura legalmente al margen de la idea de culpa- la imputación no puede realizarse en base a la mera causación del daño, sino que tiene que apoyarse, previa justificación de su procedencia, en otras razones o títulos jurídicos diferentes, ya sea la propiedad de la cosa que ha producido el daño, la titularidad de la empresa en cuya seno ha surgido el perjuicio, la dependencia en que respecto del sujeto responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo, o cualquier otra."
En cuanto a los títulos jurídicos de imputación la misma cita jurisprudencial expresa: "En la búsqueda de tales 'razones o títulos jurídicos", señalan 'la organización administrativa como título de organización básico", el funcionamiento anormal del servicio, el riesgo creado, el enriquecimiento sin causa…"
De lo resaltado en el párrafo anterior se llega a la conclusión que el error jurisdiccional como la privación injusta de la libertad han de encontrarse plasmadas en una resolución judicial para que pueda establecerse de su contenido la responsabilidad de la administración de justicia. Significa lo anterior que cuando el funcionario judicial interpreta el ordenamiento jurídico para aplicarlo a un caso particular o concreto puede incurrir en error jurisdiccional o privación injusta de la libertad por una errónea o equivocada aplicación de la ley.
Hechas las precisiones anteriores, descendiendo al caso objeto de examen encontramos que el Departamento de Policía del Huila en providencia del 17 de febrero de 1998, como juez de primera instancia, profirió sentencia condenando al Agente Luis Ignacio Amaya Olaya a la pena principal de doce meses de arresto por abandono del puesto, sin derecho a condena de ejecución condicional.
Posteriormente, el Tribunal Superior Militar en providencia del 23 de abril de 1998 revoca la sentencia de primera instancia, levantando la medida de aseguramiento y disponiendo la libertad inmediata e incondicional del encartado, por considerar que se había incurrido en una errónea aplicación o interpretación de la disposición que describe la conducta reprochable del abandono de puesto de un agente policial.
Como quiera que la destitución fue posterior a la fecha de obtención de su libertad (23 de abril de 1998), el perjuicio deberá resarcirse por parte de la Policía Nacional por todo el tiempo que duró privado de la libertad como consecuencia de una equivocada o errónea aplicación de la disposición que describe el delito de abandono del cargo en el artículo 111 del Código Penal Militar vigente para la época de los hechos (septiembre 7 de 1997), disposición se establecía como conducta constitutiva del abandono del puesto al producirse éste en cualquier tiempo sin causa justificativa, lo mismo que el hecho de embriagarse o ponerse bajo los efectos de sustancias estupefacientes estando de facción o de servicio.
La conducta que le fue reprochada por el juez de primera instancia fue la últimamente citada, habiendo sido controvertida la decisión por el Tribunal Superior Militar, organismo que consideró la carencia de prueba suficiente para establecer responsabilidad por dicho delito, dado que no se probó fehacientemente que el uniformado hubiese libado bebidas embriagantes el día del servicio y menos que estuviese embriagado; esta aseveración tiene su fundamento en el hecho de no habérsele practicado la prueba pericial de alcoholemia, indispensable para concluir que efectivamente su conducta se encontraba tipificada en la citada disposición del Código Penal Militar.
Dado que el juez fallador dentro del proceso penal seguido contra el Agente Luis Ignacio Amaya Olaya incurrió en error judicial, como se explicará en acápite siguiente, el procesado no estaba en la obligación jurídica de soportar dicha carga, pues como lo reitera la providencia del Tribunal Penal Militar hizo falta la prueba plena para establecer la comisión del ilícito, luego el daño es antijurídico y por consiguiente debe reparársele no sólo en cuanto al perjuicio material sino también el moral.
Del contexto jurisprudencial anterior nos lleva a concluir que en el caso examinado la Rama Judicial incurrió en una privación injusta de la libertad del ex Agente Luis Ignacio Amaya Olaya porque al momento de proferirse la medida de aseguramiento se tomó como elementos de juicio sólo las declaraciones de las personas que el día de los hechos tuvieron algún contacto personal con él, olvidando que para establecer la adecuación de la conducta del agente a la descripción típica del ilícito era necesaria la prueba de alcoholemia para establecer el estado de sobriedad o su grado de embriaguez y así proceder a la privación de la libertad.
No obstante lo afirmado anteriormente ello no impide que la responsabilidad de la Policía Nacional en este caso particular pueda examinarse a la luz de la tesis del error judicial, por cuanto el juez de primera instancia ante la ausencia de la prueba indispensable para determinar si el agente el día de facción se encontraba en estado de alicoramiento, emitió un juicio de condena como consecuencia del análisis no muy acertado sobre la presunta responsabilidad del infractor.
Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  FREDY GUEVARA TOLEDO
DEMANDADO:         NACION - D. A. S.
FECHA:                  06/05/2008
RADICADO:            2001 01032
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Privación Injusta de la Libertad/EXCEPCION - Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva/No es una Excepción de fondo sino un requisito para dictar sentencia de Mérito, siendo necesario analizar la conducta que se le imputa a la parte demandada/VALOR PROBATORIO DE LOS DOCUMENTOS PRESENTADOS EN COPIAS/Jurisprudencia Corte Suprema de Justicia relacionada con el valor probatorio de los documentos en copias/
3.2.- El caso concreto.

De acuerdo con  el contenido de la Resolución 0655 del 5 de julio de 2000, expedida por el Director (e) de la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena –CAM-, en el sub lite sólo se encuentra acreditado lo siguiente:

-El actor se vinculó a dicha entidad el 11 de septiembre de 1995, fungiendo en el cargo de conductor mecánico.
-Atendiendo la petición formulada por la Dirección Regional de Fiscalías, fue suspendido del ejercicio del cargo el 29 de mayo de 1998.

-Con base en la sentencia absolutoria -profería el 2 de mayo de 2000 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Garzón-, se levantó la suspensión y se reintegró al cargo.

Huelga recordar, que la responsabilidad del Estado se sustenta en la existencia de un daño antijurídico (lesión de derechos, cuyo titular no tiene el deber jurídico de soportar) y en la imputación del daño al ente demandado (vínculo existente entre el daño y la conducta de la parte pasiva).

Merced a la precariedad probatoria, en el asunto sub examine brilla por su ausencia un medio de convicción que demuestre que la privación de la libertad del demandante se haya gestado en la conducta activa o pasiva del Departamento Administrativo de Seguridad. Incluso, en el libelo y en las alegaciones conclusivas el actor afirma que la autoridad que ordenó su detención y que lo sindicó de ser el autor de una pluralidad de delitos fue la Fiscalía Regional de Santa fe de Bogotá, sin que exista prueba que demuestre que tal decisión se sustentó en un informe equivocado o tendencioso del DAS, o en una captura ilegal por parte de sus funcionarios.

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  NARLY TATIANA PATIÑO PASCUAS
DEMANDADO:         MUNICIPIO DE GARZON – HUILA
FECHA:                  06/05/2008
RADICADO:            2003 00547
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ IMPORTANCIA DE FIJAR CLARAMENTE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA/ Las Pretensiones constituyen el Eje Central de la Demanda, por eso deben ser precisas y claras/ FORMULACION INADECUADA DE LA PRETENSION DA LUGAR A SENTENCIA INHIBITORIA/
Como ya se indicara, en el auto inadmisorio de la demanda se le advirtió a la parte actora que las pretensiones invocadas eran extrañas al objeto de la acción de reparación directa. Falencia, que al no ser subsanada, dio lugar a que el proceso se tramitara bajo la égida de la acción seleccionada, y con fundamento en la causa petendi. No obstante que el juez tiene la posibilidad de interpretar la demanda, no puede modificar los presupuestos de hecho y mucho menos las suplicas.

Tal como lo afirma la propia demandante, de manera expresa le solicitó al Alcalde, al Concejo y a la Secretaria de Hacienda el pago de sus acreencias laborales; sin obtener respuesta alguna del primero, y respuesta negativa de los segundos. En ese orden de ideas, se infiere que la administración emitió un pronunciamiento tácito y expreso frente a su situación particular y concreta; es decir, emitió actos administrativos.

En el caso del Alcalde, estaríamos en presencia de un acto ficto o presunto (producto del silencio administrativo negativo[1]); y por ser el ordenador del gasto y el representante legal del municipio, era susceptible de ser enervado judicialmente a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

Es pertinente resaltar, que por conducto de la acción resarcitoria consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, no es procedente obtener el reconocimiento de una relación laboral de derecho público, ni el pago de salarios y prestaciones sociales.

Ahora bien, el daño que se reclama (omisión del pago de los salarios y prestaciones sociales), tiene su fuente exclusiva en vínculo laboral de la demandante con el municipio. No es ajeno o extremo a la misma, es de decir, no es de naturaleza extracontractual. De suerte que la acción escogida no es la adecuada, constituyendo un vicio sustancial de la demanda que impide un pronunciamiento de fondo.

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  TARQUINO DIAZ CRUZ
DEMANDADO:         NACION – MINDEFENSA
FECHA:                  05/06/2008
RADICADO:            2002 00832
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Perjuicios por toma guerrillera al municipio de Colombia – Huila/ Responsabilidad del Art. 90 de la Constitución Política/ EXONERAION DE RESPONSABILIDAD/ Hecho de un tercero/
Descendiendo a  las circunstancias que rodearon la sangrienta y aleve toma del Municipio de Colombia, no existe asomo de duda de que se trató de una acción criminal dirigida contra toda la comunidad; y  merced a la hora y a la forma subrepticia en que se realizó, no podía evitarse, amén de que se pudo contar con la reacción de los agentes de policía,  quienes en numero inferior se enfrentaron al grupo subversivo en procura de defender la población.

Como ya se indicara, la única deponente se limitó a manifestar que la gente “comentaba” que la guerrilla iba a incursionar  y que de ese hecho tenían conocimiento las autoridades. Afirmación, que por tratarse de un mero comentario de “oídas”, a la luz de la sana crítica no se puede apreciar como un medio valido de convicción.

En ese orden de ideas, la Sala advierte la presencia de una causal eximente de responsabilidad: el hecho exclusivo de un tercero; que al romper el nexo de causalidad, libera la responsabilidad de las entidades demandadas.

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  ANTONIO MARIA CASTAÑEDA PERDOMO Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINDEFESNSA – EJERCITO NACIONAL
FECHA:                  14/07/2008
RADICADO:            2002 00897
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Lesiones de carácter permanente e irreversibles de civil en combate/EXONERACION DE HECHO DE UN TERCERO/VALOR PROBATORIO DE LAS COPIAS/ Requisitos / PERJUICIOS
 Al abordar el análisis de un asunto similar (muerte de un civil en desarrollo de un ataque contra miembros de la Policía Nacional, y que merced a la sorpresiva agresión no tuvieron tiempo de accionar sus armas ni de defenderse), el H. Consejo de Estado condenó a la Institución a pagar la indemnización de los perjuicios; considerando, que si bien es cierto que el particular no murió como resultado de los disparos oficiales, también lo es, que lo que motivó la agresión fue la presencia de los uniformados en el lugar de los hechos (titulo jurídico de imputación) 

Tomando como marco de reflexión el anterior pronunciamiento jurisprudencial, considera la Sala, que el daño antijurídico (lesión causada al brazo izquierdo de Antonio María Castañeda),  fue consecuencia  del combate armado que libró la Compañía Cobra  con subversivos de las FARC. Resaltando, que el contacto armado hizo parte de la “Orden de Operaciones Apolo” (diseñada por el Comando de Infantería No 26 Cacique Pigoanza para contrarrestar las acciones terroristas de la Columna Móvil Teófilo Forero en el municipio de Algeciras).

De acuerdo con el informe rendido por el  Comandante del Batallón de Infantería No 26 “Cacique Pigoanza” y por el Oficial de Operaciones, luego de planear la estrategia militar, se desplazaron varias unidades desde el municipio de Gigante al lugar de los hechos, y una vez que se aproximaron al área donde se había detectado la presencia guerrillera, realizaron movimientos tácticos un la noche. Luego  de verificar que se trataba de guerrilleros iniciaron el ataque, y como resultado de la acción, cuatro antisociales fueron dados de baja, uno capturado y aproximadamente  diez resultaron heridos; amén del decomiso de armas y material de intendencia (f. 307 y ss, cuad. 1).

Como se puede advertir, el ataque fue el epilogo de una operación planificada y ejecutada por los miembros del Ejército. Y en desarrollo del mismo, también fue impactado el demandante. En tal virtud, no es de recibo aceptar la tesis esgrimida por la parte pasiva; esto es, que el daño es imputable al “hecho de un tercero”, porque  la bala fue percutida por la guerrilla (aspecto no probado,  por lo tanto, hace parte de una mera suposición).

Incluso, si así hubiera sido, las lesiones y los efectos derivados de la misma son un daño antijurídico que los actores no tienen el deber de soportar; máxime, si  fueron ocasionadas en un combate gestado a  iniciativa de las fuerzas de orden.

Estando debidamente acreditado el daño y el nexo de causalidad, es menester declarar la responsabilidad de la entidad demandada y la consecuente condena a la indemnización de los perjuicios irrogados.

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  OSCAR GERARDO TORRES TRUJILLO
DEMANDADO:         NACION – RAMA JUDICIAL – FISCLAIA GENERAL DE LA NACION
FECHA:                  14/08/2008
RADICADO:            2002 00637
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Responsabilidad por pérdida injusta de la libertad/ NORMATIVIDAD / JURISPRUDENCIA
f.-Luego de que se surtiera la correspondiente etapa de juzgamiento, el 13 de abril de 2000 el Juzgado Penal Especializado del Circuito de Neiva profirió sentencia absolutoria a favor de Oscar Gerardo Torres; considerando que su conducta es atípica.

En la mentada providencia, el fallador formuló una expresa crítica a la forma en que se llevó a cabo la instrucción, resaltando la falta de rigor, la carencia de valoración probatoria y el afán de protagonismo del ente investigador. Incluso, compulsó copias ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de que se investigara la conducta del fiscal:

g.-Al conocer el grado jurisdiccional de consulta, el 12 de junio de 2000 la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Neiva confirmó la anterior decisión; compartiendo la atipicidad de la conducta del Oscar Gerardo y la ligereza con que actuó el investigador.

“[S]e observa que Oscar Gerardo no tenía en su poder los elementos para el procesamiento de la heroína, si bien informa el proceso esos supuestos elementos fueron encontrados en el apartamento habitado por William, en consecuencia la única conducta que se le debe endilgar es el servir de intermediario para que un señor Harold adquiriera los elementos que se encontraban en cajas sin saber específicamente Oscar su contenido. Conducta esta que no se encuentra descrita dentro del mencionado artículo, por tanto, es atípica dicha conducta”.(f. 177 y ss). 

h.-El demandante permaneció privado de la libertad desde el 4 de febrero al 5 de noviembre de 1999 (fecha en la cual el juez de la causa le concedió la libertad provisional).

En reciente pronunciamiento, el H. Consejo de Estado consideró que cuando un ciudadano ha sido afectado con una medida de aseguramiento -expedida con todas las formalidades legales- y posteriormente es absuelto, tiene derecho a ser indemnizado; toda vez que la libertad es un derecho fundante del Estado Social de Derecho. En tal virtud, la restricción de la misma (aún sujetándose a las prescripciones legales), es un daño antijurídico; y de ninguna manera se puede aceptar que el sindicado tenga que soportar la detención como una carga pública, porque dicha limitación afecta su proyecto de vida y lesiona uno de los derechos inherentes al ser humano, como lo es la libertad.

De otro lado, esa Colegiatura precisó que le corresponde al juez administrativo analizar si la privación de la libertad “[c]onstituyó un elemento idóneo, necesario y ponderado, de cara a la satisfacción de las finalidades que su expedición tenía el deber jurídico de procurar. El análisis sobre la legalidad teleológica o finalística de la medida conduce, en últimas, a ocuparse de la manera en que debe resolverse, en el caso concreto, la tensión entre el interés general representado en la pronta, cumplida y efectiva Administración de Justicia de un lado y, de otro, el derecho fundamental a la libertad –junto con los demás derechos conectados con ella que se ven afectados por la detención preventiva-, cuya salvaguarda también se integra dentro del interés general. En otros términos, el juez de lo contencioso administrativo debe determinar si la medida de aseguramiento, una vez concluido el proceso penal con la exención de responsabilidad de la persona a quien la cautela afectó, reunió los requisitos para ser considerada como una medida proporcionada, pues, de no ser así –vale decir, en el evento de hacerse manifiesta la infracción al principio de proporcionalidad-, se haría evidente la causación de un daño, en contra del particular que no se encontraría en el deber jurídico de soportar”[2].

e.- Entidad encargada de indemnizar el perjuicio.
Si se tiene en cuenta que las actuaciones que finalmente condujeron a la privación injusta de la libertad se llevaron a cabo en la etapa investigativa, huelga colegir, que es a la Fiscalía General de la Nación a quien le corresponde satisfacer la condena. Ente, que a pesar de hacer parte de la Rama Judicial, goza de autonomía administrativa y presupuestal, tal como lo dispone el artículo 249 de la Carta Política y el artículo 28 de la Ley 270 de 1996.

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  JOSE IGNACIO ROCHA MURCIA
DEMANDADO:         NACION – RAMA JUDICIAL
FECHA:                  08/09/2008
RADICADO:            2001 00105
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Perjuicios por Error Judicial / RECONOCIMIENTO DE LA SANCION CONSAGRADA EN LA MORA DEL PAGO DE CESANTIAS DEFINITIVAS/ Aplicación errada del Decreto 797 de 1949/ Ley 224 de 1995/ ART. 65-66 LEY 270 DE 1996 – LEY ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA
anteriores y calificados pareceres jurisprudenciales, considera la Sala, que al resolver el grado jurisdiccional de consulta,  el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Neiva – Sala Civil, Familia, Laboral; aplicó una norma que con antelación había sido declarada exequible por la H. Corte Constitucional (parágrafo transitorio del artículo 3º de la Ley 244 de 1995). Siendo del caso resaltar,  que en desarrollo de su labor interpretativa, el Órgano de Cierre y Guardián de la indemnidad de la Carta Política, precisó que el año de gracia para que las entidades patronales no tuvieran que cancelar la sanción moratoria se extendía a las cesantías atrasadas “[t]anto las liquidadas con anterioridad a la promulgación de la ley como las posteriores a la misma”[3].

En la medida en que el actor se encontraba en la primera circunstancia,  el juez de segunda instancia no tenía alternativa diferente que acatar la norma y la interpretación que por vía de autoridad había realizado la Corte; so pena de desconocer el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, que establece que las sentencias dictadas en ejercicio del control de constitucionalidad tienen efecto erga omnes. Por lo tanto, fue acertado denegar el reconocimiento de la referida sanción.

En ese orden de ideas, es menester inferir que por parte del fallador de segunda instancia no se incurrió en el mentado error judicial.

Texto completo
M. PONENTE :         RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  ROMUALDA CALDERON – ROBERTO CHAUX CALDERON – OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINDEENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  30/09/2008
RADICADO:            2003  00237
ASUNTO : RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Ataque guerrillero al municipio de Oporapa – Huila/ JURISPRUDENCIA
Al abordar el análisis de la responsabilidad extracontractual  derivada de las acciones terroristas, la jurisprudencia contencioso administrativa considera que el Estado es responsable de los daños irrogados a los particulares,  siempre que el ataque se dirija contra un centro militar o policivo,  contra un personaje representativo, y desde una perspectiva más general, cuando el centro de la agresión armada es un “un objetivo claramente identificable como del Estado”[4].

Contrario sensu, cuando la ofensiva es se realiza indiscriminadamente contra toda la población, el Estado no está llamado a responder por los perjuicios irrogados a los particulares; porque en esos eventos, la  situación escapa al control de las autoridades públicas.

En reciente pronunciamiento, el H. Consejo de Estado precisó que cuando el  centro del atentado  es un específico objetivo militar, la responsabilidad estatal se gesta por el riesgo excepcional a que es expuesto un determinado grupo ciudadanos, en tal virtud, emerge el deber de indemnizar los perjuicios irrogados: 

“[E]n otros eventos, como se vio, la imputabilidad surge de la creación de un riesgo,  que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones, como cuando, por ejemplo, el atentado se produce contra un típico objetivo militar de la subversión, a la luz del Derecho Internacional Humanitario, en el marco de la guerra interna”[5].

Tomando como marco de reflexión los anteriores pronunciamientos jurisprudenciales, considera la Sala, que si bien es cierto que el hecho dañoso no fue causado por los agentes del orden o por una acción u omisión institucional; también lo es, que la proximidad de la residencia del occiso  a la Estación de Policía (objetivo militar), fue el factor determinante para que los guerrilleros irrumpieran en ella, a efectos de direccionar el ataque desde allí.

En lo tocante con el argumento esbozado por la parte pasiva, de acuerdo con el cual, el hecho dañoso es imputable al hecho exclusivo de un tercero, porque Roberto Chaux fue acribillado por los subversivos; es del caso resaltar, que al dirimir una controversia similar (muerte de un civil en desarrollo de un ataque contra miembros de la Policía Nacional, y que merced a la sorpresiva agresión no tuvieron tiempo de accionar sus armas ni de defenderse), el H. Consejo de Estado condenó a la Institución a indemnizar  los perjuicios; concluyendo que el particular no murió como resultado de los disparos oficiales; sin embargo, el titulo jurídico de imputación es el riesgo excepcional generado por la presencia de los uniformados en el lugar de los hechos: 

En ese orden de ideas, es menester colegir que  el titulo de imputación del daño antijurídico (muerte de Roberto Chaux Motta), fue el riesgo excepcional a que fue expuesto por la proximidad de su vivienda a la Estación de Policía (objetivo militar del ataque terrorista). En tal virtud, se declarará la responsabilidad extracontractual de la entidad demandada y la condena a la correspondiente indemnización.

Texto completo
M. PONENTE:          JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ
ACTOR:                  BLANCA CECILIA BARRERA ARIAS Y OTROS
DEMANDADO:         INSTITUTO NACIONAL DE VIAS “INVIAS” Y OTROS
FECHA:                  20/08/2008
RADICADO:            1996 08678
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL OBJETIVA Y FALLA DEL SERVICIO/ Responsabilidad por riesgo excepcional/ Elementos/ PERJUICIOS FISIOLOGICOS / PERJUICIOS MORALES
Considera esta Corporación que el riesgo creado en este caso lo constituye los gatos hidráulicos, pues dada su peligrosidad en su manipulación sin los cuidados y medidas de seguridad pueden causar daños corporales, como efectivamente sucedió en este caso siendo por lo tanto aplicable el criterio jurisprudencial anteriormente transcrito, pues al igual que las armas de fuego, los vehículos automotores constituyen un riesgo.

A la luz del artículo 90 de la Constitución Política en el presente  caso se configuran los elementos constitutivos de la responsabilidad patrimonial del Estado, cuales son la existencia del daño; el hecho de la administración y la relación de causalidad entre aquellos, además del desarrollo de la actividad peligrosa.

El daño lo constituye la carga excepcional impuesta al señor Teodulo Cabrera Figueroa al exponerlo la entidad pública a cumplir una actividad sin la adopción de medidas de seguridad que requería la manipulación de los gatos hidráulicos con los cuales se pretendía levantar el puente Nolasco para su posterior alargamiento en los extremos del mismo, omisión que constituye la causa de su muerte; este hecho se encuentra probado con el registro civil de defunción (fl. 7) y el acta de levantamiento e inspección de cadáver (fls. 130 a 140).

El hecho es atribuido al Instituto Nacional de Vías a título de riesgo excepcional; su relación de causalidad está dada porque de los elementos probatorios que obran en el proceso se estableció que el señor Teodulo Cabrera Figueroa cumplió órdenes de un funcionario del Instituto Nacional de Vías, sin que previamente por parte de él se le hubiese dado instrucciones y menos aún proporcionar elementos de seguridad para evitar cualquier accidente. La entidad pública no demostró causal exonerativa de responsabilidad alguna, pues no se infiere de los hechos que el insuceso hubiese sido provocado por una causa extraña, fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero o de la víctima.

Dados los presupuestos de la responsabilidad por daño especial ello conduce a que esta Sala de Decisión declare la responsabilidad  de la Nación – INVÍAS con las consecuentes condenas de carácter patrimonial a favor de las víctimas.

4.2.- PERJUICIOS MORALES
Dada la calidad de cónyuge que tiene la señora Blanca Cecilia Barrera Arias con la víctima (Teodulo Cabrera Figueroa) y los lazos de afecto existentes la entidad demandada Instituto Nacional de Vías deberá reconocer el perjuicio causado en valor máximo establecido por la jurisprudencia que corresponde al valor de cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes para la fecha de la sentencia.

Para los hijos de nombres Leidy Cecilia, Luisa Fernanda, Luz Adriana y Liliana Paola Cabrera Barrera, la indemnización por perjuicios morales se tasa en cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada una, en razón a la edad que tenían para la fecha del insuceso lo cual hace presumir su afectación psíquica por la trágica muerte de su padre Teodulo Cabrera Figueroa.

Texto completo
M. PONENTE:          GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA
ACTOR:                  ORLANDO MUÑOZ MILLAN Y OTRA
DEMANDADO:         INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES
FECHA:                  23/05/2008
RADICADO:            2003 01162
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL POR RESPONSABILIDAD MEDICA/ CADUCIDAD DE LA ACCION
7.1.1.- Caducidad de la Acción (f.57):
La sustenta en que los accionantes enmarcan los hechos generadores de la falla del servicio entre el 1º de febrero de 1992 y el mes de julio de 1993, cuando le practicaron la intervención quirúrgica para el cierre definitivo de la colostomía. Que como la acción de reparación directa caduca en dos años contados a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa, la acción se encuentra caducada; que los argumentos aducidos en relación con el trámite de la demanda en nada modifican el término de caducidad de los dos años. Que éste término corre en forma independiente de las situaciones que se les presenten a los accionantes.

La parte demandante descorrió el término de traslado de las excepciones (f.59), manifestando sobre la caducidad, que el Tribunal debe advertir que la demanda se presentó realmente conforme a lo ordenado por el artículo 136 del C.C.A., es decir antes de los dos años contados a partir del acaecimiento del último hecho de prestación de servicio que se relacionó en la demanda.

Considera la Sala que la excepción debe prosperar, teniendo en cuenta que el último hecho relacionado en la demanda sobre los servicios prestados al perjudicado y ahora actor, Orlando Muñoz Millán, aparece relacionada en el hecho 41 de la demanda, folio 14, en donde se expone que el paciente fue sometido en la Clínica de Encosalud por los doctores Luis Gerardo Vargas Polanía y Fernando Pastrana, primero a una Laparotomía en los últimos días del mes de julio de 1993, y luego a otra intervención quirúrgica el día 22 de octubre del mismo año, para el cierre definitivo de la colostomía.

Teniendo en cuenta que la última intervención quirúrgica para corregir los problemas de salud del actor se presentó el día 22 de octubre de 1993, tenía como fecha límite para haberse instaurado la correspondiente demanda ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el día 23 de octubre de 1995. Y en la medida en que la demanda tan solo se instauró hasta el día primero (1) de noviembre de 1996 (f.24 C-1), la acción efectivamente se encontraba caducada y así se deberá declarar, debiéndose declarar inhibida la Sala de conocer del fondo del asunto.

Si bien es cierto que el apoderado actor presentó la demanda inicialmente el día veintiuno (21) de noviembre de 1995 (f.32 C-1) y expone en los hechos del libelo que tres meses después mediante auto de fecha 20 de febrero de 1996 proferido por la Sección Tercera del Consejo de Estado varió su criterio frente al tema y reubicó nuevamente la competencia (sic.) en la jurisdicción contencioso administrativa, lo que motivó al Juzgado 1º Civil del Circuito de Neiva a rechazar la demanda el 7 de junio siguiente.

Lo cierto es que para la fecha en que se presentó la demanda ante la Jurisdicción Ordinaria, veintiuno (21) de noviembre de 1995 (f.32 C-1), la acción de responsabilidad extracontractual ya se encontraba caducada. Teniendo en cuenta que el tema no tenía claridad respecto a la jurisdicción que debía conocer del litigio se debió tener el cuidado de haber presentado la querella correspondiente antes de fenecer los términos de caducidad mas reducidos de las jurisdicciones, en este caso el de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Aparte de lo anterior lo que observa la Sala de acuerdo al memorial poder que aparece en el expediente (f.29v. C-1) es que el actor y perjudicado con los hechos y su señora, se demoraron mucho tiempo en buscar asesoría, prácticamente al tiempo de fenecer  los términos de caducidad, once (11) de octubre de 1995, razones por los cuales la Sala acoge el criterio expuesto por el señor Agente del Ministerio Público, para declarar demostrada la excepción de caducidad de la acción.

Aparte de lo anterior, se tiene constancia en el expediente que el demandante no consignó los gastos del proceso, existiendo la relación de los costos que ha asumido la Secretaría de la Corporación para su tramitación, los cuales ascienden a la suma de $141.000 a la fecha. Por lo cual se le ordenará al actor consignarlos en dicha suma en el término de cinco días siguientes a la notificación de ésta providencia.

Texto completo
M. PONENTE:          GERARDO IVAN MUÑOZ HERMIDA
ACTOR:                  YOLANDA ZAMORA DE COVALEDA Y OTROS
DEMANDADO:         INSTITUTO NACIONAL DE VIAS –INVIAS- NACION - MINISTERIO DE TRANSPORTE – SOCIEDAD H. B. ESTRUCTURAS METALICAS S.A.
FECHA:                  19/06/2008
RADICADO :           1996 08910
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Muerte de operario de volqueta del INVIAS en prueba de peso en construcción de Puente de los Angeles – La Plata – Huila/LLAMAMIENTO EN GARANTIA / Póliza de Seguro – responsabilidad/ RIESGO EXCEPCIONAL/ Excepciones / CADUCIDAD DE LA ACCION RESPECTO DE LA ENTIDAD LLAMADA EN GARANTIA/ Normatividad / Jurisprudencia/REGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE/ Elementos de la Responsabilidad/
13.7.- Del régimen de responsabilidad aplicable:
El articulo 90 de la Constitución Política estipula la cláusula de responsabilidad patrimonial del Estado, que abarca la responsabilidad de naturaleza contractual  como la extracontractual, que puede ser directa o por el hecho propio, o indirecta por los hechos de personas o cosas sobre las que se tiene un deber de custodia o que se han elegido para que actúen en provecho propio.

Esta visión permite que la responsabilidad del Estado se vea comprometida frente a los daños que origine tanto por su acción no jurídica, como por su conducta lícita, donde se destaca con mayor énfasis, el carácter meramente reparatorio que ha ido adquiriendo.

En el caso bajo estudio se reclama la responsabilidad por un daño causado en la ejecución de una obra contratada por una entidad pública, lo cual impone precisar que a ella podrían imputarse los daños padecidos por los ejecutores de la obra o por terceros ajenos a ella, en consideración a su condición de dueño de la misma.

Se hace necesario determinar, en concomitancia con los hechos narrados y lo probado en el proceso, el régimen de responsabilidad aplicable y la responsabilidad de la entidad pública demandada en su condición de propietaria de la obra, y de los demandados llamados en garantía, hechos en los cuales perdió la vida el señor CARLOS EDUARDO COVALEDA TAMAYO.

Considera la Sala que el régimen de responsabilidad aplicable, como lo ha expuesto el Honorable Consejo de Estado,[6] es el de las actividades riesgosas o peligrosas, con una responsabilidad de carácter objetivo, en donde se exige al demandante la demostración del daño y el nexo de causalidad con el hecho de la Administración, en este caso realizado por medio de contratista, sin que valga para la entidad pública demandada demostrar la ausencia de culpa; deberá probar la entidad demandada para exonerarse, la existencia de una causa extraña, fuerza mayor o hecho exclusivo de un tercero o de la víctima. Así se pronunció ese alto Tribunal:

“2.2. Sobre la responsabilidad del Estado por los daños causados a particulares con ocasión de la realización ¾construcción, mantenimiento, conservación, etc¾ de obras públicas y, en particular, por la utilización, a dicho efecto, de vehículos automotores de propiedad oficial o puestos al servicio de la Administración por parte de sus contratistas. 
Son al menos tres las cuestiones a cuyo análisis conduce el título del presente apartado: el régimen de responsabilidad aplicable en tratándose de la realización de obras públicas (i); la incidencia que, en la aplicación del antedicho régimen, pueda tener el que la actividad pública en comento no sea desplegada directamente por un órgano de la Administración, sino por ésta a través de contratistas (ii) y las particularidades que añade, a dicho régimen, el empleo de vehículos automotores en la construcción, mantenimiento o conservación de la obra pública en cuestión (iii).
2.2.1. El régimen de responsabilidad aplicable con ocasión de los daños derivados de la construcción, mantenimiento o conservación de obras públicas. 
En cuanto tiene que ver con este extremo, la Sala ha determinado que el régimen de responsabilidad tiene carácter objetivo, en consideración al riesgo que entraña tanto para quienes realizan directamente la obra pública como para los terceros. De ahí que se haya sostenido que:
« ...la actividad que tiene por objeto la construcción, remodelación, mantenimiento y mejora de las vías públicas es una de las denominadas riesgosas o peligrosas en el entendimiento de que tal calificación supone una potencialidad de daño para las personas o para las cosas, a lo que se suma que, el uso de una vía pública a más de configurar a cargo de las autoridades un típico servicio de naturaleza pública, también comporta una buena dosis de peligrosidad o riesgo, pues la conducción de vehículos automotores es una actividad de suyo riesgosa»[7].

Ello se traduce en que concierne al demandante la demostración del daño y de la relación de causalidad existente entre éste y el hecho de la Administración, realizado por medio del contratista, en desarrollo de una actividad riesgosa, sin que le sirva de nada a la entidad pública demandada demostrar la ausencia de culpa; deberá probar, para exonerarse, la existencia de una causa extraña, esto es, fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero o de la víctima. (…)
2.2.2. La incidencia, en cuanto al régimen jurídico aplicable, de la realización de la actividad cuestionada por un contratista de la Administración.
De tiempo atrás la jurisprudencia de la Sala ha venido reiterando la posibilidad de imputar a las entidades estatales el daño causado por el hecho de sus contratistas, en el entendido de que la actividad realizada por éstos en ejecución de convenio celebrado con una entidad pública, debe ser analizada como si hubiere sido desplegada directamente por ésta a efectos de establecer si debe deducirse responsabilidad extracontractual al Estado.
En tal sentido, ya desde la sentencia proferida el 9 de octubre de 1985[8], esta Corporación expresó:
«Fueron unánimes tanto la doctrina extranjera como la nacional, así como la jurisprudencia, en sostener que el trabajo no dejaba de ser público por el hecho de que lo ejecutara un contratista particular a nombre de la entidad pública. En sentencia de 20 de marzo de 1956, esta Corporación destacó entre los elementos tipificantes de esos trabajos públicos que éstos fueran efectuados por cuenta del Estado, "ya directa o indirectamente" y que el trabajo tuviera una finalidad de interés público o social.

No tendría sentido alguno la afirmación de que cuando esa indemnización se refiera a daños en la propiedad inmueble o a su ocupación transitoria, la persona responsable pueda ser la entidad pública así haya ejecutado directamente el trabajo o a través de un contratista suyo, pero cuando la lesión recaiga en otros derechos de mayor significación (la vida o la integridad personal, por ejemplo) sólo responde por lo que haga directamente. Lo planteado carecería de significación ética.  Además, donde existe la misma razón debe existir similar disposición, según enseña una regla de interpretación racional.

Cuando la administración contrata la ejecución de una obra pública es como si la ejecutara directamente. Es ella la dueña de la obra; su pago afecta siempre el patrimonio estatal y su realización obedece siempre a razones de servicio y de interés general.  El hecho de que no la ejecute con personal vinculado a su servicio obedece, la más de las veces, a insuficiencia o incapacidad técnica de su propio personal o a falta de equipo adecuado.  Por tal razón la administración, sin que por eso pierda la actividad el carácter de público, debe acudir a la colaboración de los particulares para el cumplimiento de ciertos cometidos de servicio.  La colaboración en el caso de obra pública no vuelve privada esa actividad, como no le quita el carácter de público al trabajo así ejecutado.  Esa colaboración por participación cuando es voluntaria, caso del cocontratante de la administración cuya actividad tienda a la prestación o ejecución de un servicio público, hace a este particular partícipe ocasional de la función pública no en calidad de agente o funcionario sino como un órgano más de la gestión estatal.”

Dentro del proceso se encuentra establecido que en la ejecución de la obra contratada por el INVIAS a la firma H.B. ESTRUSTURAS METÁLICAS S.A., en fecha 11 de julio de 1994 por medio del contrato N° 397 para la construcción de obras y montaje estructural del puente “Los Angeles”, consistente en la fabricación, construcción de obras e instalación de un puente de estructura metálica con una dimensión de 102 metros, integrado por dos luces, una de 40 metros y la otra de 62 metros montadas sobre una pila central o base intermedia, ubicada en el punto Los Angeles sobre el río Páez en la carretera Laberinto – Paicol – la Plata, con un plazo de ejecución de 15 días, debido al incumplimiento del contrato se declaró su incumplimiento debido al colapso en dos oportunidades de la estructura en la luz del puente de 62 metros, siendo fecha del ultimo fracaso el día 16 de octubre de 1994, en la prueba de carga en la cual perecieron tres personas, entre ellas el señor CARLOS EDUARDO COVALEDA TAMAYO.

Por tanto, tratándose del fallecimiento del señor CAVALEDA TAMAYO como consecuencia del desarrollo de un contrato estatal, con base en el régimen de responsabilidad de las actividades riesgosas o peligrosas, con lo cual se analizarán los aspectos relacionados con el daño y el nexo causal, como también las causales de exculpación de la entidad demandada.

Texto completo
M . PONENETE:       JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  HERNAN ARIAS ROCHA
DEMANDADO:         HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN VICENTE DE PAUL DE GARZON
FECHA:                  21/07/2008
RADICADO:            1999 01507
ASUNTO: RESPONSABILIDAD MEDICA/ FALLA DEL SERVICIO / Muerte de paciente/ OBLIGACION DE MEDIO Y NO DE RESULTADO/Carga de la prueba/Inversión de carga de la prueba vía jurisprudencial/
Ahora bien, se contrae a establecer si la muerte de la señora Gloria Esperanza Patiño León, fue gestada por errores y omisiones en el diagnostico y tratamiento aplicado a la paciente; y si esa circunstancia se puede circunscribir dentro del marco de la responsabilidad extracontractual del Estado.

En primer lugar, es  del caso  recordar  que de acuerdo con el principio cardinal de la carga de la prueba, incumbe al actor demostrar los supuestos de hecho en que funda sus pretensiones (artículo 177 del C.P.C.).

Sin embargo, jurisprudencialmente se ha aceptado que en algunas circunstancias – como es el caso de  las intervenciones quirúrgicas y de los tratamientos médicos-, ésta se invierte; correspondiéndole al personal médico o a los centros de salud demostrar que sus actuaciones fueron eficientes, prudentes e idóneas. En el evento de que no  pudieren acreditar tal proceder; probado el daño  y el nexo causal, se presume la responsabilidad.

Ello, fundado en las limitaciones técnicas, científicas y en las dificultades que entraña  el acceso a los diferentes medios de prueba por parte de los pacientes y de sus familiares.[9]
El accionante – en esencia- ,  parte del supuesto de que la muerte de la señora  Gloria Esperanza Patiño León fue gestada por “no efectuarse el diagnóstico correcto y no aplicar el tratamiento que la paciente requería”, por parte del personal médico del Hospital Departamental de San Vicente de Paúl de Garzón, que practicó la intervención quirúrgica y un tratamiento en general equivocado.

Según consta en la historia clínica aportada por la demandada, la paciente ingresa a urgencias para ser atendida por fiebre tembladera, hematemesis y dolor epigástrico, donde es valorada y dejada en observación; dos días después es intervenida quirúrgicamente por persistir dolor epigástrico, a pesar de estársele suministrando medicamentos y  practicando exámenes de laboratorio, donde se le diagnosticó apendicitis aguda.

La apendicitis aguda, según diccionario médico es una enfermedad que se caracteriza por la inflamación del apéndice, que es un órgano adherido al clon, en el lado derecho cuya causa se desconoce, y que usualmente aparece en forma abrupta.

No existe ninguna prueba diagnóstica que de una certeza del 100% para establecer el diagnóstico. Existen otras causas de dolor abdominal y que obligan también a la necesidad de intervención quirúrgica.

Se puede observar que durante el tiempo que la paciente se encontró en el Centro Hospitalario, fue valorada por especialistas y teniendo control de medicina interna, se le suministró tratamiento clínico, estuvo asistida de personal auxiliar y se le practicaron varios exámenes de diagnóstico.

Con base en las anteriores consideraciones, es menester concluir  que en el  procedimiento a que fue sometida la señora Gloria E. Patiño,  el personal médico y auxiliar del Hospital Dptal. San Vicente de Paúl de Garzón, actuó circunscrito dentro de los cánones técnicos y científicos que regulan el ejercicio de la medicina; amen de que observaron diligencia y pericia en el manejo de la patología.

En tal virtud, su deceso no es imputable a un error en el diagnóstico del  servicio médico asistencial.

Texto completo
M. PONENTE:          JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  AMPARO TOVAR SANCHEZ
DEMANDADO:         DEPARTAMENTO DEL HUILA Y OTRO
FECHA:                  05/08/2008
RADICADO:            2003 01219
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Muerte de menor en sitio de reclusión/ Suicidio/ EXONERACION/ Causales/JURISPRUDENCIA/ FALLA DEL SERVICIO POR OMISION
Estado2 ha considerado que debe tenerse en cuenta que en estos casos, el resultado es imputable al Estado sólo cuando se encuentran acreditados los siguientes requisitos: a) la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios, b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso, c) un daño antijurídico y d) la existencia de relación de causalidad entre la obligación omitida y el daño.

Así las cosas, es necesario determinar en primer lugar, si existía obligación legal o reglamentaria de evitar que el menor Alejandro Galindo Tovar se suicidara y si la entidad utilizó o no los medios de que disponía para el adecuado cumplimiento de su deber.

En el asunto de autos, considera la Sala que no hay lugar a derivar responsabilidad del Estado por omisión, toda vez que las autoridades encargadas de la protección del menor Alejandro Galindo Tovar no conocieron la intención suicida del joven, amén que tampoco exteriorizó éste ningún cambio de conducta que hiciera posible prever la ocurrencia de tal hecho.

En consecuencia, para la Sala es claro que en el caso en estudio el daño se produjo por culpa exclusiva de la víctima, quedando la administración exonerada de toda responsabilidad en el insuceso.

Texto completo
M. PONENTE:          JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  GABRIEL ARAUJO Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  29/09/2008
RADICADO:            2002 00914
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Muerte de menor en ataque guerrillero/ RESPONSABILIDAD POR RIESGO EXCEPCIONAL /Evolución Jurisprudencial
En relación con los daños causados por actos terroristas, el Honorable Consejo de Estado ha considerado que en principio, no hay lugar a la reparación patrimonial por parte del Estado, porque los mismos son constitutivos de fuerza mayor, es decir, imprevisibles e irresistibles.

Sin embargo, en reiteradas oportunidades ha declarado su responsabilidad  a título de excepcional cuando se acredita que el ataque terrorista se haya encausado contra un objetivo representativo del Estado; o cuando se ha acreditado una falla del servicio bien porque la víctima o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y ésta no se le brindó, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible.

Para que el hecho violento del tercero pueda ser imputable al Estado, se requiere que éste haya sido dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal[10].
Por lo tanto, se ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social, y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo para los grupos al margen de la ley.
Si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y tiene como fin sembrar pánico y desconcierto social como una forma de expresión, por sus propias características cierra las puertas a una posible responsabilidad Estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado sigilosamente, y por lo mismo, en principio imposible de detectar por los organismos encargados de la seguridad pública y como ya se ha dicho, los deberes del Estado, que son irrenunciables y obligatorios, no significan que sea por principio omnisciente, omnipresente ni omnipotente, para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia”[11].

En síntesis, mayoritariamente la Sala reitera su posición de que los daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la administración o del riesgo creado por la entidad estatal con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal5”  (Subrayado fuera de texto).

Acogiendo las postura adoptada por el Honorable Consejo de Estado en la sentencia transcrita, estima la Sala, de acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, que en el caso concreto el daño es imputable al Estado, no a título de falla del servicio porque no aparece demostrada en el expediente la omisión atribuida a las autoridades de policía, pero sí a título de riesgo excepcional, porque la muerte del menor Reinaldo Araujo Gutiérrez se produjo como consecuencia del ataque terrorista cometido contra el comando de la Policía, que si bien había sido instalado en ese lugar en aras de salvaguardar a la comunidad, generaba para sus vecinos la existencia de un riesgo excepcional; abriéndose paso a estudiar las pretensiones indemnizatorias formuladas en la demanda.

Texto completo
M. PONENTE:          JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  WILLIAM SOTO QUINO
DEMANDADO:         MUNICIPIO DE NEIVA
FECHA:                  07/10/2008
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Perjuicios causados por la proyección de la Carrera 11 del municipio de Neiva-Huila/CADUCIDAD DE LA ACCION/
Sería del caso entonces entrar al estudio del fondo del asunto, pero observa la Sala que en el presente evento ha operado el fenómeno de la caducidad de la acción de reparación directa.

En efecto, y como lo refiere el accionante,  el predio de su propiedad fue afectado por la proyección de la carrera 11 (así se menciona también en  el hecho cuarto de la demanda fl. 7), afectación que se concretó en el Acuerdo 016 del 9 de diciembre de 2000 (fls 89 a 155), el cual, de conformidad con su artículo 250, entró regir a partir de su publicación; hecho que ocurrió el 28 de Diciembre de 2000, según el Certificado obrante a folio 162.
Esto es, que cuando el señor WILLIAN SOTO QUINO, adquirió el inmueble por remate (fls 13 a 14 y 24 y 25) lo que lo convierte en  cesionario de los derechos sobre el mismo,  incluidos los litigiosos, al tenor de lo prescrito en  el inciso 4° del artículo 527 del Código de Procedimiento Civil; ya la afectación sobre el inmueble se había producido con la expedición del el Acuerdo 016 de 2000, vigente a partir del 28 de diciembre de dicho año, como ya se anotó.

Así las cosas,  a partir del 28 de diciembre de 2000 el propietario del inmueble contaba con 2 años para incoar la acción de reparación directa por la afectación que con el acto administrativo se produjo, independientemente de las enajenaciones que se hicieran del predio de manera voluntaria o forzosa, según el artículo procesal citado, esto es,  que para el día 19 de diciembre de 2003, en que se presentó la demanda (fl. 12), ya habían transcurrido en exceso los 2 años señalados en el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A. , fenómeno que había ocurrido inclusive,  para la fecha  de celebración de la audiencia de conciliación el 20 de octubre de 2003 (fls. 38 a 40).

Sobre la caducidad de la acción en estos eventos el H. Consejo de Estado puntualizó:

“En efecto, el Acuerdo No. 007 del 28 de junio de 2000, por medio del cual el Concejo Municipal de Pasto adoptó el Plan de Ordenamiento Territorial fue sancionado y publicado el 30 de junio del mismo año, conforme a la constancia que obra a folio 286 del cuaderno No. 2, de donde se desprende que a partir del día siguiente a aquella fecha el interesado contaba con dos años para impetrar la referida acción de reparación directa, esto es, hasta el 1º de julio de 2002 (num. 8º art. 136 Código Contencioso Administrativo).”[12]
Adicionalmente a la publicación del Acuerdo 016 de 2000, como lo manifiesta el arquitecto ARMANDO SAAVEDRA PERDOMO. “…durante el proceso de elaboración del plan de ordenamiento territorial se realizaron múltiples reuniones  con la comunidad, con los gremios y con empresarios, además se hizo publicaciones en dos ocasiones de los texto de los proyectos a incluir, para que toda la ciudad se enterara del contenido del plan de ordenamiento. Estas publicaciones fueron de amplia circulación a través de los periódicos locales  y de radio y separatas que se entregaron a las juntas de acción comunal.” (fls. 184 A y 185)

Y sobre la inclusión de la proyección de la carrera 11 en el plan de ordenamiento territorial que vino a adoptarse mediante el Acuerdo 016 de 2000, expresó: “Yo creo que sí, porque en el plan vial, el plan de ordenamiento territorial  lo que hizo fue retomar estudios previos que había elaborado la administración, como el Plan Vial Prioritario y el Plan Bateman elaborados con anterioridad. Y esos estaba incluida la carrera 11”. (fl. 185).

Como los perjuicios reclamados se derivan de la proyección de la carrera 11 que se hiciera en el acto administrativo mencionado y que afectó el predio del actor, se declarará la caducidad de la acción.

Texto completo
M. PONENTE:          JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  MARTHA AIDE GONZALEZ OTALORA
DEMANDADO:         NACION – MINDEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  24/10/2008
RADICADO:            2002 01326
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR PERJUICIOS MATERIALES Y MORALES AL HABER CESADO SU CONTRATO LABORAL / Contrato de Prestación de Servicios que no generan prestaciones sociales/ DIFERENCIA/ Origen de cada uno de ellos – Relación Laboral/ ICORRECCION DE LA ACCION INCOADA/ INHIBICION
En primer lugar la Sala tendrá que determinar si la acción impetrada es la correspondiente para la reclamación que realizó la accionante.

Al respecto, encuentra la sala que teniendo en cuenta los hechos y pretensiones de la demanda, la acción incoada no es la correcta, circunstancia que se infiere, al establecerse que la actora reclama la indemnización de perjuicios que tienen su origen en una relación laboral, que debe tramitarse bajo la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y no la que ha escogido indebidamente la demandante.

Ahora. Si bien es cierto, la actora no adjuntó a la demanda copia de la solicitud de pago de sus prestaciones sociales elevada al ente demandado, éste al descorrer el traslado, allegó copia auténtica del Oficio No. 02382 del 10 de julio de 2001 DISAN - ASJUR,  mediante el cual se atiende en forma desfavorable dicha petición; acto administrativo, es capaz de producir efectos jurídicos y sabido es que si ha mediado una decisión de tal naturaleza, lo procedente es entablar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho por así disponerlo el artículo 85 del C.C.A.

Texto completo
M. PONENTE:          JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ
ACTOR:                  MARLENY GALLLEGO DE GOMEZ Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINDEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  14/10/2008
RADICADO:            1997 09816
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Muerte e accidente de tránsito/RESPONSABILIDAD POR LA FALLA EN EL SERVICIO/ Riesgo Excepcional/ Elementos que se necesitan para el riesgo excepcional/ PERJUICIOS
4.2.- DEL RIESGO EXCEPCIONAL

El régimen de responsabilidad objetiva del Estado fundado en el riesgo excepcional se predica de actividades riesgosas o peligrosas, eventos en los cuales al actor le bastará probar la existencia del daño y la relación de causalidad entre éste y el hecho de la administración realizado en desarrollo de una actividad peligrosa. La entidad demandada por su parte, para exculparse, deberá probar la existencia de una causa extraña, esto es, que el daño se produjo por fuerza mayor, culpa exclusiva y determinante de la víctima o hecho exclusivo y determinante de un tercero

Las causales eximentes de responsabilidad consistentes en el hecho exclusivo y determinante de un tercero y la fuerza mayor no están probadas dentro del proceso y de las pruebas aportadas en legal forma tampoco se infiere la ocurrencia de dichas causales.

Se concluye de lo anterior que al encontrarse demostrados los elementos que configuran la responsabilidad objetiva por riesgo excepcional es del caso acceder a las pretensiones de la demanda, declarando patrimonialmente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional por la muerte en accidente de tránsito del Agente Gildardo Gómez Gallego ocurrida el 27 de junio de 1996 en el sitio los Altares de la vía que conduce del Municipio de Gigante a Hobo en el Departamento del Huila y la consecuente indemnización de los perjuicios causados los cuales se tasaran en el siguiente acápite.

En lo que atañe a la responsabilidad que los actores  le formulan al Instituto Nacional de Vías al señalar como causa del accidente el estado de la vía, la cual carecía de señalización, berma preventiva y del muro de contención debidamente iluminado al no haberse probado tales circunstancias no se atenderán las pretensiones, máxime que existe en el proceso elementos de juicio con los cuales se demuestra que el citado Instituto atendió todos los requerimientos en cuanto a conservación y mantenimiento de dicha vía (ver folios 178 a 231 del expediente).

Texto completo
M. PONENTE:          JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRIGUEZ
ACTOR:                  LILIA TAPIA DE OLIVEROS Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINDEFENSA – EJERCITO NACIONAL
FECHA:                  14/10/2008
RADICADO:            1999 01331
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Muerte de civil por el ejército/ REGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE/ Elementos dela responsabilidad/ VALORACION DE LA PRUEBA
La jurisprudencia en esta materia al abordar el tema de la responsabilidad extracontractual del Estado ha deducido de su contenido los elementos que la estructuran a saber: 1) el daño antijurídico, 2) el hecho dañoso, 3) la relación de causalidad de causalidad entre el daño y el hecho, y 4) la imputación.

El daño antijurídico se ha definido como aquel daño que no está obligado a soportar una persona. En el caso objeto de examen este se traduce en la lesión patrimonial y extramatrimonial de un bien o interés jurídico, que tanto la víctima como su familia no tenían el deber jurídico de soportar, pues la vida es uno de los derechos más preciados del ser humano.

El hecho dañoso, esto es, la muerte de quien en vida se llamara Emperatriz Oliveros Tapia, está acreditado con el registro civil de defunción que aparece a folio 41 del cuaderno principal.

Según la demanda el hecho de la muerte violenta de Emperatriz Oliveros Tapia se atribuye al Ejército Nacional, institución que para la época de los hechos desarrollaba una actividad de control de seguridad denominado “Plan Democracia”; sin embargo, estas afirmaciones carecen del sustento probatorio, pues si bien se allegó copias auténticas de las Diligencias Preliminares N° 319, en averiguación del homicidio perpetuado en la persona de Emperatriz Oliveros Tapia y otra persona, ocurrida el 27 de octubre de 1997, ellas no satisfacen las exigencias del artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, dado que las pruebas ordenadas en  investigación se practicaron sin la participación de la parte contra la cual se aducen en este nuevo proceso;  además, en la demanda no se solicitó la citación de los declarantes en la investigación penal para que fuesen ratificados en el presente proceso.

De otra parte es preciso destacar que la prueba testimonial solicitada por los actores y decretadas por esta Corporación no fueron recepcionadas por la no comparencia de los citados a declarar, como aparece acreditado a folios 105 a 107 vuelto cuaderno principal.

Al no haberse demostrado fehacientemente la relación de causalidad entre el hecho y el daño, esto es, que la muerte violenta fue causada por las Fuerzas Militares (centro de imputación de responsabilidad), las pretensiones deprecadas por los actores no prosperan como se dirá en esta providencia.

Texto completo
M. PONENTE: RAMIRO APONTE PINO
PROVIDENCIA: AUTO INTERLOCUTORIO
ASUNTO: COMPETENCIA FUNCIONAL EN LAS ACCIONES DE REPARACION DIRECTA DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO DERIVADA DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA/ Error Jurisdiccional, Privación Injusta de la Libertad e Indebido funcionamiento de la Administración de Justicia, es competencia de los Tribunales Administrativos en Primera Instancia sin consideración a cuantía y Segunda Instancia El Consejo de Estado/ Los Jueces no conocen de esa materia
Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  GONZALO RIOS TRUJILLO Y BEATRIZ OROZCO DE RIOS
DEMANDADO:         MUNICIPIO DE SAN MIGUEL –PUTUMAYO
FECHA:                  25/11/2008
RADICADO:            2003 00317
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / Muerte en accidente tránsito/ REGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE/ Evolución por Jurisprudencia hasta la Constitución de 1991/ DIFERENCIA EN ADMINISTRATIVO EN FUERZA MAYOR Y CASO FORTUITO/
b.- El caso concreto.
Descendiendo al asunto sub examine, está debidamente probado que merced a una falla mecánica (rotura de una grapa del troque trasero), el conductor perdió el control de la volqueta,  invadiendo el carril por donde se desplazaba en sentido contrario el automóvil  conducido por Beatriz Eugenia Ríos Orozco. Como resultado del violento impacto, ésta perdió la vida de manera instantánea.

Con relación a las  eximentes de responsabilidad esbozadas por el ente territorial demandado (fuerza mayor y caso fortuito); es menester resaltar, que a diferencia de lo que sucede en el derecho privado (donde los dos conceptos se utilizan de manera indistinta, al igual que sus efectos), en derecho administrativo tienen un tratamiento diferencial; recordando, que en opinión de la jurisprudencia contenciosa,  la primera es una causa externa y extraña a la actividad o al servicio que causó el daño; a la vez que el segundo es intrínseco a la misma. De suerte, que la fuerza mayor exime la responsabilidad en las actividades peligrosas, más no el caso fortuito:

“[S]e ha dicho que la fuerza mayor es causa extraña y externa a la esfera jurídica del demandado; se trata de un hecho conocido, irresistible e imprevisible, que es ajeno y exterior a la actividad o al servicio que causó el daño. El caso fortuito, por el contrario, proviene de la estructura de la actividad de aquél, y puede ser desconocido, permanecer oculto, y en la forma que ha sido definido, no constituye una verdadera causa extraña, con virtualidad para suprimir la imputabilidad del daño[13], cuando éste obedece a la concreción del riesgo”[14].

“[m]ientras se demuestre por la parte actora que en el ejercicio de una actividad de las calificadas de riesgo o peligrosas, se le causó un daño que proviene del ejercicio de aquellas, el caso fortuito no podrá excluir o atenuar la responsabilidad de la persona pública, ya que se parte de que el evento ocurrido tiene un origen interno al servicio, la actuación o la obra pública. No ocurre lo mismo cuando la causal eximente que se alega es la fuerza mayor, cuyo origen es extraño, externo a la actividad de la administración, el cual sí constituye eximente de responsabilidad”[15] (resalta la Sala).

Con base en estas calificadas opiniones jurisprudenciales, es menester colegir,  que en el sub lite la falla mecánica es un hecho intrínseco al automotor -cuya guarda está a cargo del municipio de San Miguel- y no es un acontecimiento extraño o externo.  Por lo tanto, la muerte de la hija de los demandantes es un daño antijurídico, y en los términos consagrados en el artículo 90 es imputable al mismo; de contera, se impone la  indemnización de los perjuicios irrogados.   

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  GABRIELA TOVAR DE JARAMILLO / ILDEFONSO VASQUEZ SOTELO
DEMANDADO:         DIAN
FECHA:                  04/12/2008
RADICADO:            2001 00350
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Perjuicios que la DIAN  causó por retención de Vehículo/ DAÑO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE/
-Daño emergente.
Como prueba de los gastos en que incurrieron los demandantes en los trámites administrativos y en  la reparación del vehículo (pasajes, fotocopias, correos, servicio de grúa y  de taller),  se aportaron las facturas y recibos de pago obrantes a folios 47 a 57.

Al respecto, es menester precisar que por tratarse de documentos privados de “contenido declarativo”, de acuerdo con las prescripciones consagradas en el artículo 277 del Código de Procedimiento Civil (vigente en la época de los hechos y cuando se radicó la demanda), era necesario su ratificación, “[m]ediante las formalidades establecidas para la prueba de testigos, caso en el cual se apreciarán en la misma forma que los testimonios…”[16]. De otro lado, en la mayoría de facturas y recibos no se especifica el nombre de la persona que contrató o prestó el servicio; lo cual, les resta certeza probatoria.

En lo tocante con el valor de los honorarios  que la señora Gabriela Tovar aduce haberle cancelado al abogado que la asesoró ($ 2.000.000); no  se aportó copia del contrato o de la factura que legalmente debió expedirse por la prestación de un servicio profesional (independientemente de que se limitara a la mera asesoría). De otro lado, es un quantum que supera las tarifas que en la anualidad 2000 remuneraban esa clase de actuaciones[17].

Con relación  a los daños del automotor, huelga recordar que en el acta de retención se dejó expresa constancia de que éste presentaba varios golpes y que la pintura estaba en regular estado de conservación. A su turno, en el acta de entrega se consignó que el bien se recibió a satisfacción, sin formular ninguna observación o salvedad.  

-Lucro cesante.
Idelfonso Vásquez Sotelo reclama la suma de $ 23.938.666; que según su decir, corresponde al valor que dejó de percibir al no poder ejecutar el contrato de transporte escolar en el Colegio Municipal Básico Rural de la vereda “La Lindosa”,  durante el lapso en que el vehículo permaneció retenido (11 meses y 20 días) y un mes de reparación.

Como prueba, aportó una certificación suscrita por cuatro miembros de la Junta de Acción Comunal de la referida vereda, quienes manifiestan que  el actor prestó el servicio hasta el 22 de octubre de 1999 (fecha de la inmovilización) y que por ese concepto percibía “[u]n sueldo de $ 1.880.000 mensuales” (dos de los dignatarios ratificaron dicha información).

Al respecto, es menester precisar lo siguiente:

-En la referida certificación no se menciona el término de duración del contrato; mucho menos, que éste se renovaría automáticamente en el año 2000 y subsiguientes; siendo ésta una mera posibilidad o eventualidad. Incluso, no es de recibo aceptar que el valor del servicio se cancelaría  durante las vacaciones escolares (mediados de noviembre a comienzos de febrero).

-Teniendo en cuenta que el transporte escolar es un servicio público, para prestar este servicio el demandante debía reunir los requisitos consagrados en los Decretos 1449 de 1990 y 1556 de 1998 (permiso otorgado por la autoridad de transito, portar las correspondientes señales, garantizar unas mínimas condiciones de seguridad y de comodidad, acreditar la revisión técnico-mecánica semestral y contar con una póliza expedida por una aseguradora[18]).Exigencias, que dentro del sub lite brillan por su ausencia. Por lo tanto, no se puede deprecar una indemnización derivada de la cesación de una actividad para la cual no estaba autorizado y no satisfacía los requerimientos legales.

No obstante lo anterior, es indudable que la inmovilización injustificada del vehículo le generó un perjuicio a su poseedor, toda vez que no pudo disponer del mismo durante un lapso prolongado. Para cuantificar el perjuicio, es menester acudir a la orientación jurisprudencial del  H. Consejo de Estado; quien en un asunto similar consideró que la privación del uso y goce de un vehículo es equivalente al interés civil (6% anual) del avalúo, multiplicado por el número de meses de inmovilización; cuya suma resultante debe ser debidamente actualizada[19].   

Texto completo
M. PONENTE:          RAMIRO APONTE PINO
ACTOR:                  CLAUDIA POLANCO CAMACHO Y OTROS
DEMANDADO:         MUNICIPIO DE PALERMO
FECHA:                  18/12/2008
RADICADO:            2003 00660
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD/ Accidente de Tránsito/ FALLA DEL SERVICIO/ RESPONSABLES DE MANTENIMIENTO DE LA VIA .- Instalación de Defensas – Mallas . Barandillas – Guardaruedas en puentes /
Merced a la precariedad probatoria, en el sub lite brillan por su ausencia los referidos elementos. En primer lugar,  no se encuentra probada la muerte de Luis Fernando Perdomo,  y en segundo lugar, que la misma sea  imputable a la conducta omisiva del ente territorial denunciado en pleito; como quiera que no se establecieron las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que  ocurrió el luctuoso hecho. Es decir, no se probó el “el daño”, elemento esencial,  sin el cual es imposible predicar la responsabilidad extracontractual.

Sobre este particular, el Maestro Fernando Hinestrosa, en su obra “Responsabilidad Extraconctactual: Antijuridicidad y Culpa” así hubo de referirse:

“[e]l daño es la razón de ser de la responsabilidad, y por ello, es básica la reflexión de que su determinación en sí, precisando sus distintos aspectos y su cuantía, ha de ocupar el primer lugar, en términos lógicos y cronológicos, en la labor de las partes y juez en el proceso. Si no hubo daño o no se puede determinar o no se le pudo evaluar, hasta allí habrá de llegarse; todo esfuerzo adicional, relativo a la autoría y a la calificación moral de la conducta del autor resultará necio e inútil. De ahí también el desatino de comenzar la indagación por la culpa de la demandada” [20]
De otro lado, no se encuentra acreditada la calidad con que concurren al proceso Claudia Polanco Camacho, Pedro Perdomo y Elcira Perdomo de Perdomo (compañera permanente y padres de Luis Fernando Perdomo, respectivamente). Incluso,  no se aportó un medio de convicción,  que apelando a la “presunción de hombre”  permita inferir que la muerte (aspecto tampoco probado) les haya irrogado un daño antijurídico.

De acuerdo con el dictamen pericial, el puente donde se afirma que ocurrió el accidente “[s]e encuentra localizado sobre la vía que de Palermo conduce al Municipio de Teruel a la altura del a (sic) vereda Urriaga, se trata de un puente en concreto reforzado de 6.90 mts de ancho y 8.10 mts de largo, su estado actual es bueno, en su estructura no se observa ningún tipo de averías ni se evidencias (sic) problemas de orden estructural”.

“Se pudo evidenciar en la Inspección ocular que el puente no tiene en la actualidad barandas de protección de ninguna índole, ni se evidencia que en el pasado las halla tenido, igualmente puedo manifestar que en el costado derecho del puente presenta un borde protector de guardarruedas de 10 cms de altura, la cual no cumple con las especificaciones de guardarruedas, en el costado izquierdo sitio por donde ocurrió el accidente, se puede evidenciar que la placa de la losa del puente está más baja que el pavimento de la vía” (f. 104 y ss).

Con base en las anteriores conclusiones y en el registro gráfico que acompaña al experticio, se puede advertir que se trata de una vía recta, plana, pavimentada, de doble sentido; por la cual se puede transitar sin ningún tipo de dificultad o peligro. Y el hecho de que carezca de “barandillas”, “guardarruedas” o de una adecuada señalización, no se puede considerar como la causa determinante del aducido accidente. Aspecto, que tampoco fue acreditado por los demandantes.  

Texto completo
M. PONENTE:          JOSE MARCELINO TRIANA PERDOMO
ACTOR:                  AGUSTIN NEIRA Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – FISCALIA GENERAL DE LA NACION
FECHA:                  19/11/2008
RADICADO:            2003 00725
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR FALLA EN EL SERVICIO DE LA JUSTICIA / PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD.-Exoneración para poder demandar al Estado por la indemnización : Sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no constituí hecho punible/ EVOLUCION JURISPRUDENCIAL
El artículo 90 de la Constitución consagra la cláusula de responsabilidad del Estado al indicar que el “Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. En virtud de ese precepto constitucional, el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, vigente al momento de proferirse la medida privativa de la libertad en el presente litigio dispuso:

“Indemnización por privación injusta de la libertad-. Quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado indemnización de perjuicios.  Quien haya sido exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, tendrá derecho a ser indemnizado por la detención preventiva que le hubiere sido impuesta siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa grave”.
La interpretación literal de esa disposición es clara en establecer la responsabilidad del Estado en esas cuatro situaciones, al margen de si el funcionario judicial actuó con culpa grave o dolo, la realidad es que la interpretación sobre el alcance de la modalidad de responsabilidad del Estado por privación de la libertad no ha sido un tema pacifico, como quiera que se han identificado tres líneas jurisprudenciales a saber:

 La primera, que se calificó como restrictiva, pues se reservó solo a aquellas personas que por causa de una decisión judicial, se hubieran visto ilegítimamente privadas de su libertad, solo se debía reparar la falla del servicio judicial. La segunda línea jurisprudencial encontró que la responsabilidad por privación de la libertad regulada por el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal sería objetiva, pero solo se presentaría si la situación podía subsumirse en alguna de las cuatro causales normativas, contrario sensu, el demandante debía acreditar error jurisdiccional derivado del carácter injusto o injustificado de la detención.  La última tendencia, amplió el espectro de responsabilidad por privación injusta de la libertad más allá de los supuestos normativos, e incluso, en eventos en los que el sindicado fue absuelto al aplicar el principio del in dubio pro reo, pues si bien es cierto el Estado tiene el deber jurídico de investigar, el ciudadano no tiene la obligación jurídica de soportar la privación de la libertad que es uno de los derechos de mayor protección en el Estado Social de Derecho.

El hecho de que un ciudadano sea perturbado con una medida de aseguramiento, que ha sido expedida con las formalidades legales, y posteriormente es absuelto, nace para si el derecho a reclamar indemnización por parte del Estado, ya que se le ha coartado la libertad que es, sino el mas importante, un derecho fundante del Estado Social de Derecho.  En ese sentido, la limitación a ese derecho, con fundamento en preceptos legales, representa un daño antijurídico, y no es aceptable desde ningún punto de vista que el sindicado deba padecer la detención como una carga pública, truncando su proyecto de vida y vulnerando un derecho inherente del ser humano.

Así las cosas, se puede concluir que la privación injusta de la libertad, como hecho generador del deber del Estado de reparar los daños antijurídicos causados, se produciría no solo como consecuencia de la falla en el servicio de la Administración de justicia, sino también al margen de la ilicitud o licitud de la decisión, pues basta la antijuricidad del daño que está enmarcado por la injusticia de la detención al margen de la licitud de la medida judicial.

Esta sentencia fue revisada en grado jurisdiccional de consulta por el Tribunal Superior, el cual la confirmó

En ese orden de ideas, se encuentran  suficientemente acreditados en el expediente los elementos configurativos para que se declare la responsabilidad, como  son,  la actuación del Estado, el daño irrogado y el nexo de causalidad entre aquella y éste.

Texto completo
M. PONENTE:          ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR:                  JORGE ALIRIO PINEDA RIOS
DEMANDADO:         NACION – MINDEFENSA – POLICIA NACIONAL
FECHA:                  22/05/2008
RADICADO:            2001 01014
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO .-  Privación Injusta de la Libertad/ ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD/ Evolución Jurisprudencia Consejo de Estado
Texto completo
M. PONENTE:          ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR:                  MARIA DENIS NUÑEZ CRUZ Y OTROS
DEMANDADO:         HOSPITAL DEPARTAMENTAL SAN VICENTE DE PAUL DE GARZON E.P.S.
FECHA:                  29/08/2008
RADICADO:            2001 01309
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO/ Falla del Servicio Médico  - Asistencial/ ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD/ Muerte de Paciente/ RESPONSABILIDAD COMPARTIDA.- Responsabilidad del Estado con una corresponsalibilidad de la parte actora.
Entonces, a juicio de la Sala, la actuación inicial de los servidores del Hospital en aplicar el analgésico frente a la complejidad de la sintomatología presentada y el actuar de la acudiente de no permitir la estadía de la menor para la observación respectiva, fueron hechos determinantes para que empeorara las condiciones de salud, y que el proceso séptico que estaba evolucionado en su interior pasara a un estadio de complejidad mayor, que conllevó a la pérdida de la vida. Luego hay imputabilidad en el ente demandado pero disminuida por el actuar de la acudiente, como se dispone más adelante.

Así las cosas se presenta éste segundo elemento de la responsabilidad del Estado.

4.3.3. Del hecho causante del daño y su relación de causalidad.
Como se dijo en los numerales precedentes y de acuerdo al estudio en conjunto de los medios de prueba allegados al plenario, la aplicación del analgésico frente a la sintomatología presentada y el actuar de la acudiente de no permitir la estadía de la menor para que fuera observada en su evolución sintomática, fueron hechos determinantes para que el daño antijurídico se presentara.

Así las cosas se dan los elementos de la responsabilidad del Estado con una corresponsabilidad de la parte actora.

Esta corresponsabilidad se determina en un cincuenta y cinco por ciento (55%) para los efectos de la determinación del valor del daño.

Texto completo
M. PONENTE:          ENRIQUE DUSSAN CABRERA
ACTOR:                  JOSE FARID MENDEZ IBARRA Y OTROS
DEMANDADO:         NACION – MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO
FECHA:                  29/08/2008
RADICADO:            2002 01518
ASUNTO: RESPONSABILIDAD EXTRACOTRACTUAL DEL ESTADO / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD/ Mora en el pago de el aumento salarial anual/ RAMA JUDICIAL/ Sentencia Corte Constitucional/
Como quedó plasmado, durante la vigencia fiscal de 2000, el Congreso de la República inicialmente sólo apropió recursos para atender el incremento de los servidores que percibían menos de dos salarios mínimos y en cumplimiento del fallo C-1433 proferido por la Corte Constitucional el 23 de octubre de 2000, se realizaron las gestiones que permitieron que al final de dicha anualidad, los empleados del Estado – entre ellos los demandantes – obtuvieron un incremento equivalente al índice de precios al consumidor del año 1999 (9.3%).

Como se puede advertir, el Gobierno Nacional le dio estricto cumplimiento a la decisión adoptada por la Corte Constitucional; como quiera que ordenara que el incremento se debiera cancelar con retroactividad al 1º de enero de 2000 – lo que se hizo -.  Pero en la medida en que la mentada providencia no prescribió la indexación de la suma resultante, carecía de competencia para adoptar una decisión extraña al mandato judicial.

Así las cosas, y conforme al marco jurisprudencial al que se hiciera referencia, es pertinente colegir, que la indexación no tiene cabida en el sub-lite, en la medida en que el Gobierno tiene la discrecionalidad de efectuar el incremento en el transcurso del año y no forzosamente en el mes de enero, como aducen los actores.

Así las cosas, no se ha presentado ningún daño antijurídico en los actores por lo que el primer elemento de la responsabilidad consagrado en el artículo 90 de la Constitución política no se ha hecho presente por lo que de contera no hay causa alguna para la responsabilidad alguna del Estado.

Como los anteriores planteamientos enmarcan los argumentos expuestos por la apoderada judicial de la parte demandada, se declarará probada la excepción denominada “Ausencia de causa”, pues el accionar de la administración en nada contribuyó a que se generara un daño a los actores.
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4.2.2.2. Hecho causante del daño.
Como ya se indicó, la señora Maria Doris Méndez de Bonilla, expresó que al otro día habló con la esposa del actor señora Margarita Muñoz, y esta le dijo que a su esposo le habían dado una paliza, que se encontraba reventado; que la policía se lo había llevado en un carro de la mencionada institución.

El señor Jesús Antonio Zapata Quintero, manifestó que al actor se lo habían llevado alentado, sin ningún tipo de lesiones, lo hizo la policía en una patrulla; se lo llevaron como a las tres (3) de la mañana aproximadamente y lo tuvieron allá hasta el otro día que fue a visitarlo y lo llevaron de inmediato al Hospital ya que estaba muy grave puesto que lo habían aporreado mucho (f.67).

En consecuencia la Sala halla que el proceder de la policía nacional al retener al actor, es la causa eficiente probable del daño antijurídico padecido, pues si bien el señor José Yesid Campos se hallaba discutiendo con su yerno, como lo confiesa en el hecho primero de la demanda, no existe fundamento probatorio alguno legalmente aportado dentro del presente proceso que demuestre una causa diferente a la de la retención de parte de la policía, ni mucho menos que una vez en la mañana aparezca como lesionado en la forma que se reseñó en el daño antijurídico sin otro justificación.

Así las cosas, la Sala encuentra la existencia de éste elemento de la responsabilidad.

4.2.2.3. Imputación del hecho a la Nación policía nacional.
Como quedó establecido el daño sufrido por José Yesid Campos es ocasionado por la actuación de los agentes de la policía Nacional el día diecisiete (17) de Diciembre de 2000 entre las 3:00 de la madrugada y las 10:00 de la mañana al ser retenido hacia la primera hora mencionada al encontrarse discutiendo con su yerno.

Ante la situación descrita se estructura la falla del servicio pues se presentó la actuación irregular o anormal de la Policía Nacional, dado que “La policía está instituida para proteger a los habitantes del territorio colombiano en su libertad y en los derechos que de ésta se derivan,”[21]   y si bien le es lícito emplear la fuerza para impedir la perturbación del orden público o para restablecerlo, dicha fuerza se utiliza en casos estrictamente necesarios y en el presente caso si bien pudo haber sido necesaria, no se halla demostrado que así lo fuera, pues había una discusión y la fuerza a utilizar ha debido conducir a que cesara la perturbación sin ir más allá y no a causar daños irreparables a las personas, como la manda el artículo 30 del Código Nacional de Policía[22], lo que en efecto aconteció.

En consecuencia, el daño se produjo con ocasión del servicio, pues como se indicó la patrulla de la policía nacional, llegó al lugar con el fin de acabar con una riña entre el actor y su yerno, más no con el objetivo de causar lesiones a una persona.

Luego como el Estado es llamado a responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que cause la acción u omisión de las autoridades publicas conforme al articulo 90 de la Constitución, para el caso, atendiendo lo analizado, la Policía Nacional es la llamada a responder patrimonialmente por el daño sufrido por el aquí actor, pues dicho daño es antijurídico toda vez que el demandante no estaba en la obligación legal de padecerlo.

Baste las anteriores consideraciones para imputarle el hecho a la Policía Nacional y por consiguiente está obligado a repararlo.

Pese a lo anterior, cabe anotar que el actor participaba en una riña que motivó a que los agentes de la Policía acudieran en aras de cesar la misma, y respecto de la intervención policial el actor Yesid Campos protestó de manera inapropiada generando la incomodidad e irritación de los agentes, como lo confiesa en el hecho primero de la demanda el mismo demandante, situación que compromete también su responsabilidad, pues al colocarse en tal condición incumplió con los deberes constitucionales de respetar las autoridades democráticas[23] y propender al logro y mantenimiento de la paz[24], pues andar comprometido en reyertas es un incumplimiento de tal deber,  por lo que la Sala estima que se presenta un corresponsabilidad en el daño padecido lo que para efectos de la valoración de perjuicios se tomará en un veinte  por ciento (20%).
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4.2.3. De la existencia de los elementos de la responsabilidad en el caso bajo estudio.
4.2.3.1. Del Daño antijurídico.
4.2.3.1.1. Conforme ya se dejó establecido, de acuerdo a la Historia Clínica aportada por el Hospital Universitario Hernando Moncaleano Perdomo E.S.E., de Neiva, se tiene que el señor Libardo Morales Varón permaneció hospitalizado entre el 5 de mayo de 2001 y el 11 de dicho mes y año, saliendo en buenas condiciones generales. En consecuencia estuvo en incapacidad al menos por éste lapso que son 7 días.

Respecto de la aflicción padecida por el actor y su familia por éste hecho, la señora Bellanid Córdoba Montenegro, el 18 de septiembre de 2003 expuso, respecto de los padres y hermanos de Libardo Morales Varón que resultaron afectados ” …porque me pude dar cuenta su hermana y padres lloraban mucho y pues también sicológicamente los afectó mucho moralmente” y respecto de Libardo Morales que “… lo afectó moral y socológicamente (sic), también físicamente, por lo que no puede estar mucho tiempo sentado le da mucho dolor en la espalda, más exactamente en la región lumbar, el no ha vuelto a ser el mismo de antes pues se cansa muy fácilmente, se cansa con nada” (fl 136).

Matilde Pastrana Fierro, dijo: “No pues el quedó inútil, pues jugaba futboll y ahora no hace nada, ni puede trabajar, el no puede estar bastante tiempo sentado porque le coge mucho dolor en la espalda, esto lo pude observar ayer cuando el estuvo en mi casa sentado” (fl 137).

Julio Cesar Polanía Losada expuso: ”A ellos los afectó económicamente pero moralmente no se decir… (fl 134)

Sin embargo, como ya se dejó establecido, el dictamen rendido por la Junta de Calificación de Invalidez Regional Huila, de fecha 12 de mayo de 2004 indica que el demandante presenta “Lumbalgia crónica de origen osteomuscular” y presentó un “Trastorno de stress postraumático en el pasado…” determinando la carencia de pérdida de la capacidad laboral al indicarse un porcentaje de cero (0.0)

En consecuencia, en criterio de la Sala el daño padecido por el actor Libardo Morales Varón, corresponde a una incapacidad de siete (7) días, el que presente una “Lumbalgia crónica de origen osteomuscular”  y en su momento el stress padecido propio de verse inmerso en un cruce de fuego y ser herido.

De parte de los demandantes Víctor Morales y la señora Dioselina Varón como padres y de la señora Berenice Morales Varon, como hermana, la desazón y angustia de haber sabido que su hijo y hermano fue herido injustamente.

4.2.3.1.2. Así las cosas se halla demostrado el daño y en cuanto a su antijuricidad se deriva del hecho que no tenía porqué soportar tal herida, dolor ni incapacidad, pues como lo narran los señores Julio Cesar Polanía Losada, Wilmar Gutiérrez Cleves y Giovanni Villarreal Moreno ellos se encontraban departiendo unas cervezas en el establecimiento abierto al público cuando sucedieron los hechos.

Así las cosas, para cuando se presentó el ataque subversivo con la patrulla de la Policía Nacional, el actor Libardo Morales Varón se hallaba en un estado de salud sano y el daño ya indicado padecido por él deviene antijurídico.
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Es por esta confesión que la Fiscalía consideró que existía un indicio grave en contra del actor, de tal manera que profirió la respectiva medida de aseguramiento sin beneficio de excarcelación.

La anterior medida tiene como único soporte la autoincriminación que realizara el demandante en su injurada, por lo tanto se debe decir que no existió ningún otro cargo por el cual debía defenderse Trujillo Bustos ante las respectivas autoridades, es decir, sólo debía responder por la violación al artículo 33 de la Ley 30 de 1986 modificado por el artículo 17 de la Ley 365 de 1997.

Para el momento de los hechos se encontraba en plena vigencia el Decreto 2700 de 1991, anterior Código de Procedimiento Penal, el cual instituía en el artículo 388 como requisitos para medidas  como la adoptada en contra del aquí demandante, lo siguiente:

“REQUISITOS SUSTANCIALES: Son medidas de aseguramiento para los imputables, la conminación, la caución, la prohibición de salir del país, la detención domiciliaria y la detención preventiva, las cuales se aplicarán cuando contra del sindicado resultare por lo menos un indicio grave de responsabilidad, con base en las pruebas legalmente producidas en el proceso”;
Teniendo como referente lo anterior, la Fiscalía General sólo podía realizar la detención preventiva cuando existiera por lo menos un indicio grave y en el presente caso, para el fiscal del momento, la confesión de Trujillo Bustos, era más que mero indicio y por ende le bastó para proferir la correspondiente medida.

Así las cosas, ésta Sala considera, que ante la confesión del actor, era apenas obvio y legal que se tomara la medida pertinente al caso, o sea, la detención preventiva, por lo tanto no se discute, ni se cuestiona el proceder del funcionario encargado puesto que dicha medida a la luz del ordenamiento jurídico resulta razonable, proporcionada y consecuente.

Con lo anterior podemos concluir que la actuación que en ese momento se desplegó por parte del fiscal, era ajustada a derecho y se obró según lo establecido en las normas pertinentes al caso.

Traslucen las providencias penales traídas a éste expediente, que en el transcurso del proceso penal, se cuestionó de manera categórica la confesión rendida por el demandante, ya que según su defensor y el representante del ministerio público, coinciden en afirmar que dicha prueba no cumplía con las exigencias legales pertinentes, de esta manera atacaron uno de los requisitos para la validez de la confesión, argumentando que esta no se produjo de manera consciente y libre; pues, según ellos, el fiscal que llevaba el caso, “minó la voluntad”, aquella fue sobornada puesto que se prometieron rebajas y otras dádivas al actor para que se autoincriminara.

El comportamiento y actuación de aquel fiscal seguramente pudo haber sido anómala y dudosa, tanto así, que se compulsaron copias para el inicio de la respectiva investigación disciplinaria en su contra de ahí que la confesión rendida por William Trujillo Bustos, fue cuestionada de tal manera que el Juzgado Especializado decidió proferir sentencia absolutoria, pues no encontró, que existiera total certeza en que la confesión del actor hubiese sido obtenida de manera consciente y libre, y que tampoco existía certeza sobre la elaboración de los 600 gramos de heroína.

Como se puede colegir en el expediente penal no había certeza de lo uno ni de lo otro, además, tampoco existían otros medios probatorios que ayudaran o colaboraran a establecer la veracidad de aquellos hechos.

Es importante recordar que en la respectiva consulta elevada al Tribunal, se confirma en cada una de sus partes la sentencia del Juzgado Especializado.
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